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Capítulo tercero

EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 
ESTRUCTURA Y FUNCIONES

Consideraciones previas

Dedicaremos este último capítulo al surgimiento y consagración constitucio-
nal del Congreso de la Ciudad de México. Los temas que abordaremos serán 
fundamentalmente tres, a saber: a) cómo se concibió en la reforma política 
de 2016 al Congreso de la Ciudad de México; b) cómo se reguló el Poder 
Legislativo en la Constitución Política local, y c) cuál es su estructura y sus 
principales procedimientos parlamentarios.

Debemos tener claro que mientras se discutía y aprobaba tanto la re-
forma constitucional en materia de la Ciudad de México y la Constitución 
Política local, la VII Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral seguía en funciones, y le correspondería emitir la Ley Orgánica del 
Congreso de la Ciudad de México, como veremos a continuación.

I. La reforma constitucional de 2016, que modificó 
nuevamente al Distrito Federal, y creó 

el Congreso de la Ciudad de México

El 29 de enero de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma 
constitucional que reformó nuevamente la naturaleza jurídica del Distrito 
Federal. Se trató de un decreto que modificó alrededor de cincuenta artículos 
constitucionales;79 uno de estos artículos fue, nuevamente, el artículo 122 de 
la Constitución federal, que, como hemos visto, está íntimamente vincualdo 
a la regulación del Distrito Federal.80 A continuación destacaremos aquellos 
preceptos que consideramos más relevantes del decreto, por tener relación 
con el tema que venimos abordando.

79		  Muchos de los cuales sólo fueron reformados para sustituir el término Distrito Federal 
por el de Ciudad de México.

80		  Véase Serrano Migallón, Fernando, “La Constitución de la Ciudad de México”, Este 
País. Tendencias y Opiniones, núm. 302, junio de 2016, pp. 27-31.

Libro completo en https://tinyurl.com/yc6pjnuy
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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Uno de los preceptos que es interesante destacar es el artículo 44, que 
señala a la Ciudad de México como “la entidad federativa sede de los po-
deres de la Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos”. Debe ad-
vertirse que en caso de que los poderes federales se trasladen a otro lugar, 
se erigirá en un estado de la Unión con la denominación de Ciudad de Mé-
xico; anteriormente se aludía, para el mismo supuesto, al Estado del Valle 
de México.

En realidad, el precepto que más nos interesa para los fines de este libro es 
el 122, que establece que la Ciudad de México “goza de autonomía en todo lo 
concerniente a su régimen interior y a su organización política y administra-
tiva”, y al mismo tiempo advierte que “adoptará para su régimen interno la 
forma de gobierno republicano, representativo, democrático y laico”.

No obstante que el Constituyente Permanente alude al término “auto-
nomía”, la base B del artículo 122 establece las competencias que seguirán 
conservando los poderes federales en la Ciudad de México, lo que jurídi-
camente pone en tela de juicio la supuesta “autonomía”. Así, dicha base 
establece que

Los poderes federales tendrán respecto de la Ciudad de México, exclusiva-
mente las facultades que expresamente les confiere esta Constitución.

El Gobierno de la Ciudad de México, dado su carácter de Capital de los 
Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la Unión, garantizará, en 
todo tiempo y en los términos de este artículo, las condiciones necesarias para 
el ejercicio de las facultades constitucionales de los poderes federales.

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que establezcan las bases para 
la coordinación entre los poderes federales y los poderes locales de la Ciu-
dad de México en virtud de su carácter de Capital de los Estados Unidos 
Mexicanos, la cual contendrá las disposiciones necesarias que aseguren las 
condiciones para el ejercicio de las facultades que esta Constitución confiere 
a los Poderes de la Unión.

La Cámara de Diputados, al dictaminar el proyecto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación, analizará y determinará los recursos que se re-
quieran para apoyar a la Ciudad de México en su carácter de Capital de los 
Estados Unidos Mexicanos y las bases para su ejercicio.

Corresponde al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México la dirección de 
las instituciones de seguridad pública de la entidad, en los términos que esta-
blezca la Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes locales, así 
como nombrar y remover libremente al servidor público que ejerza el mando 
directo de la fuerza pública.

En la Ciudad de México será aplicable respecto del Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, lo dispuesto en el segundo párrafo de la fracción VII 
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del artículo 115 de esta Constitución. El Ejecutivo Federal podrá remover al 
servidor público que ejerza el mando directo de la fuerza pública a que se 
refiere el párrafo anterior, por causas graves que determine la ley que expida 
el Congreso de la Unión en los términos de esta Base.

Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en la Ciudad de México 
estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales.

Con relación a la anterior redacción, nos parece oportuno hacer tres 
comentarios; el primero, en el sentido de identificar que corresponde al 
Congreso de la Unión expedir las leyes que establezcan las bases para la 
coordinación entre los poderes federales y locales, en virtud del carácter que 
tiene la Ciudad de México como capital de los Estados Unidos Mexicanos; 
el segundo, corresponde también a la Cámara de Diputados determinar los 
recursos que se requieran para apoyar a la Ciudad de México, en ese mis-
mo carácter, y el tercero, se regresa, por decirlo de alguna forma, al jefe de 
Gobierno de la Ciudad capital la dirección de las instituciones de seguridad 
pública, no obstante la regulación establecida en la fracción VII del artículo 
115 constitucional.

La reforma también estableció el principio clásico de división de pode-
res, al señalar que el poder público se divide para su ejercicio en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, y, como no podía ser de otra forma, concluyó señalan-
do que “no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona 
o corporación ni depositarse el Legislativo en un solo individuo”.

Mucho más importante es, para nuestros objetivos temáticos, la frac-
ción II de la base A del artículo 122, que consagró:

El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en la Legislatura de la Ciudad 
de México, la cual se integrará en los términos que establezca la Constitución 
Política de la entidad. Sus integrantes deberán cumplir los requisitos que la 
misma establezca y serán electos mediante sufragio universal, libre, secreto y 
directo, según los principios de mayoría relativa y de representación propor-
cional, por un periodo de tres años.

El Constituyente Permanente no se conformó con establecer la Legisla-
tura de la Ciudad de México, sino que, además, asentó ciertos lineamientos 
para su regulación concreta en la Constitución local; en cuanto a su régi-
men interno señaló:

	— En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de dipu-
tados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la 
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Legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. 
Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos 
uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la Legislatura, 
superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por 
ciento.

	— Asimismo, en la integración de la Legislatura, el porcentaje de representa-
ción de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación 
que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

	— Los diputados a la Legislatura podrán ser electos hasta por cuatro pe-
riodos consecutivos. La postulación deberá ser realizada por el mismo 
partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los 
hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia 
antes de la mitad de su mandato.

	— La Constitución Política de la entidad establecerá las normas para garan-
tizar el acceso de todos los grupos parlamentarios a los órganos de gobier-
no del Congreso local y, a los de mayor representación, a la Presidencia 
de los mismos.

Con relación a las reformas y adiciones a la Constitución de la Ciudad 
de México, advirtió que

	— Corresponde a la Legislatura aprobar las adiciones o reformas a la Cons-
titución Política de la Ciudad de México y ejercer las facultades que la 
misma establezca. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte 
de la misma se requiere que sean aprobadas por las dos terceras partes de 
los diputados presentes.

Finalmente, y con relación a la revisión de la cuenta pública anual y a 
la entidad de fiscalización y a los principios que regirán a ésta, estableció lo 
siguiente:

Corresponde a la Legislatura de la Ciudad de México revisar la cuenta pú-
blica del año anterior, por conducto de su entidad de fiscalización, la cual 
será un órgano con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus 
atribuciones, y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que disponga su ley.

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Legislatura a 
más tardar el 30 de abril del año siguiente. Este plazo solamente podrá ser 
ampliado cuando se formule una solicitud del Jefe de Gobierno de la Ciudad 
de México suficientemente justificada a juicio de la Legislatura.

Los informes de auditoría de la entidad de fiscalización de la Ciudad de 
México tendrán carácter público.
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La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de 
legalidad, imparcialidad y confiabilidad.

Por virtud de la fracción V de ese largo artículo 122, se estableció como 
competencia de la Legislatura de la Ciudad de México la aprobación anual 
del presupuesto de egresos correspondiente.81

Asimismo, junto con el resto de los poderes y de los organismos con 
autonomía constitucional, tiene la obligación de incluir en sus proyectos 
de presupuestos los tabuladores desglosados de las remuneraciones que se 
propone perciban sus servidores públicos. Estas propuestas deberán obser-
var el procedimiento que para la aprobación del presupuesto de egresos 
establezcan la Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes 
locales.

Un tema relevante que también aborda la reforma constitucional que 
aquí analizamos es la relativa a la competencia que tiene la Ciudad de 
México para establecer las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, 
su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como 
las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles y las deriva-
das de la prestación de servicios públicos a su cargo; no se concederán 
exenciones en relación con las mismas. Las leyes de la Ciudad de México 
no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución 
alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes 
del dominio público de la Federación, de las entidades federativas o de los 
municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestata-
les o por particulares, bajo cualquier título, para propósitos distintos a los 
de su objeto público.

La reforma deja en el ámbito de las competencias del jefe de Gobierno 
de la Ciudad de México, proponer al Poder Legislativo local las cuotas y 
tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las ta-
blas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para 
el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Así concebido el Constituyente Permanente, estableció las líneas gene-
rales y las limitantes de la Legislatura de la Ciudad de México; correspon-
dería a la Asamblea Constituyente su desarrollo en la Constitución Política 
de la Ciudad de México.

81		  Al señalar las remuneraciones de servidores públicos, deberán sujetarse a las bases 
previstas en el artículo 127 de la Constitución federal.
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II. La Constitución de la Ciudad 
de México. ¿Asamblea constituyente?, 

publicación y contenidos

1. ¿Asamblea constituyente?

No es aquí el lugar, ni el objetivo de este trabajo; pero resulta pertinente 
señalar que es inconcebible que una Constitución aprobada en pleno siglo 
XXI no se haya discutido en una asamblea constituyente de soberanía ple-
na o popular, si se prefiere, electa toda ella, por el pueblo; dejar a elección 
ciudadana solamente sesenta de los cien integrantes de la asamblea consti-
tuyente y designar los cuarenta restantes (garantizando la participación de 
catorce senadores y el mismo número de diputados, así como seis personas 
nombradas por el presidente de la República, y el mismo número por el jefe 
de Gobierno),82 así como el no haber sido una Constitución sometida a refe-
réndum ciudadano, constituyen un vergonzoso antecedente para una ciudad 
que se presume de vanguardia.83

Para la elección ciudadana se fijó el domingo 5 de junio de 2016 como 
día de la jornada electoral. Al final de ésta, se computaron 12,789 actas, se 
registró una pírrica participación ciudadana del 28.3631%, que era equiva-
lente a 1,926,608 votos, de los cuales, los candidatos independientes tuvieron 
173,797 (8.3%), y los partidos políticos 1,752,811, votos nulos 166,113; total 
2,092,721 votos (83,7%); de la elección resultaron los sesenta lugares. Lo 
anterior revela que el 71.7% de los electores se abstuvieron de votar,84 y tuvo 
como consecuencia que hubiera una sobrerrepresentación de los partidos 
políticos en la Asamblea Constituyente. Los partidos tuvieron una baja vota-
ción en las urnas, pero aumentaron su capacidad de incidencia y discusión 
por las designaciones de los poderes constituidos (Cámara de Diputados, Se-
nado de la República y Jefe de Gobierno del Distrito Federal), que en su 
conjunto haría cuarenta nombramientos. Lo anterior provocó que Morena, 
el único partido político que no tuvo constituyentes designados por poderes 

82		  Artículo 7o. transitorio del Decreto de Reforma Constitucional, 29 de enero de 2016.
83		  Sobre los estándares mínimos que debe cumplir un proceso constituyente democráti-

co, puede verse nuestro libro El valor de la Constitución normativa, México, UNAM, 2002.
84		  Castillo Sandoval, Jesús y Castillo Briones, Omar Elías, “El Congreso constituyente 

para la Ciudad de México”, Monitor democrático. Límites democráticos a las decisiones políticas, le-
gislativas, administrativas y judiciales en materia electoral. Reconocimiento al jurista y catedrático Ricardo 
Franco Guzmán, Molina Piñeiro, Luis Jorge (ed.), Córdova Vianello, Lorenzo et al. (coords.), 
México, Procesos Editoriales-UNAM-FEPADE-Tribunal Electoral del Estado de Durango, 
2017, p. 864.
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constituidos, presentara una controversia anta la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, que desde luego no prosperó, por considerar que los diputa-
dos y senadores en funciones tenían una doble representación, en este caso 
como diputados constituyentes.85 La integración de la Asamblea Constitu-
yente de la Ciudad de México, que daría vida a la Constitución local, quedó 
integrada como se muestra en el cuadro siguiente:

Partido Representación
proporcional

Designación 
del presidente

Designación 
de la Cámara 
de Diputados

Designación 
del Senado 

de la República

Designación 
del jefe 

de Gobierno
Total

PRD 19 - 2 2 6 29

PRI 5 6 5 6 - 22

Morena 22 - - - - 22

PAN 7 - 3 5 - 15

PVEM 1 - 1 1 - 3

Partido Nueva 
Alianza

2 - 1 - - 3

Partido En-
cuentro Social

2 - 1 - - 3

Movimiento 
Ciudadano

1 - 1 - - 1

Independiente 1 - - - - 1

Suma 60 6 14 14 6 100

Insistimos en que no es este un trabajo sobre la exégesis del Congreso 
Constituyente;86 no obstante, datos como los anteriores no podemos pasar-
los por alto; también, debemos señalar que la reforma previó como facultad 
exclusiva del jefe de Gobierno de la capital elaborar y remitir el proyecto de 
Constitución para su discusión, modificación, adición y, en su caso, apro-
bación, así como lo señalado por el artículo 8o. transitorio del decreto de 

85		  Luján Uranga, Bertha Elena, “Una Constitución para la Ciudad de México”, El Coti-
diano, año 32, núm. 203, mayo-junio de 2017, Universidad Autónoma Metropolitana-Azca-
potzalco, pp. 94-96.

86		  Para conocer con mayor precisión tanto la forma en que trabajaron los distintos par-
tidos y coaliciones como los temas controvertidos y los acuerdos que se generaron en el seno 
de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México, así como los perfiles de los constitu-
yentes y sus órganos de apoyo, puede verse Yankelevich Winocur, Javier, Antropología del Poder 
Constituyente de la Ciudad de México, Centro de Estudios Constitucionales de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2018.
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reforma constitucional, que estableció que la Constitución no podía ser ve-
tada por ninguna autoridad y sería remitida sin trámites para ser publicada 
y que entrara en vigor.

Los anteriores datos ponen en evidencia que el Congreso Constituyente 
fue inducido, entre otras cosas, porque la reforma al Distrito Federal se in-
cluyó en el Pacto por México.87

2. Constitución. Publicación y contenidos

La Constitución Política de la Ciudad de México fue publicada en la 
Gaceta Oficial de la misma ciudad el 5 de febrero de 2017. Se trata de un 
texto integrado por 71 artículos y 39 transitorios; el número total de sus pre-
ceptos, esto es, 110 numerales, puede provocar la idea de que se trata de un 
texto breve, y no es así; en realidad, es un documento muy amplio, carente 
de técnica normativa, con artículos muy extensos, divididos y subdivididos 
anárquicamente, con títulos sin numerar, que nos dan una idea de la noto-
ria ausencia de técnica normativa.88 Más que una Constitución, parece un 
desplegado de ideas inconexas, que se advierte, inmediatamente, producto 
de un constituyente que no fue genuino.

No obstante, resulta pertinente detallar la estructura constitucional para 
dar contexto a la regulación que en ésta se hizo del Congreso de la Ciudad 
de México. Se trata de una Constitución que se integra por ocho títulos, a 
saber: título primero: Disposiciones generales (artículos 1o. a 3o.); el título 
segundo, intitulado Carta de derechos, está dividido en dos capítulos, a sa-
ber: De las normas y garantías de los derechos humanos (artículos 4o. y 5o.), 
y De los derechos humanos (artículos 6o. a 14). Por su parte, el título tercero, 
sobre Desarrollo sustentable de la Ciudad, cuenta con un capítulo único, re-

87		  Este pacto fue un acuerdo cupular a la que convocó el presidente de la República 
Enrique Peña Nieto, que suscribieron los presidentes de los partidos políticos, en el que se 
proponían diversas acciones administrativas y políticas que impulsaran reformas legislativas 
que profundizaran el proceso democrático del país.

88		  Críticas muy serias y fundadas al texto constitucional de la Ciudad de México las po-
demos encontrar en Cárdenas Gracia, Jaime, “La tibia nueva Constitución de la Ciudad de 
México”, El Cotidiano, op. cit., pp. 63-74. Del mismo autor, “El Poder Legislativo en la Ciudad 
de México. De la Asamblea Legislativa al Congreso local”, en Puente Martínez, Khemvirg 
y Calcaneo Monts, Mauricio Augusto (coords.), El Poder Legislativo en la Ciudad de México. De la 
Asamblea Legislativa al Congreso de la Ciudad de México, UNAM-CDHCDMX, 2020, pp. 15-39. 
También, resulta interesante la posición de quien fuera el coordinador del grupo parlamen-
tario de Morena en la Asamblea Constituyente Bátiz Vázquez, Bernardo, “La Constitución 
de la Ciudad de México: lo que representa”, El Cotidiano, op. cit., pp. 39-42.
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ferido con el título de Desarrollo y planeación democrática (artículos 15 al 
21). El título cuarto: De la ciudadanía y el ejercicio democrático, también se 
integra solamente por un capítulo, pero en este caso el Constituyente no lo 
nombra como en el caso anterior, sino que aquí lo establece como capítulo 
I, con la denominación siguiente: De las personas originarias y de las que 
habitan la Ciudad de México (artículos 22 a 27).

Por otro lado, la parte que pudieramos llamar orgánica de la Constitu-
ción de la Ciudad de México la vamos a encontrar en el título quinto, que 
se denomina De la distribución del poder (artículo 28), que se divide en 7 
capítulos, cuyos títulos son los siguientes: I) De la función legislativa (artícu-
los 29 a 31), donde encontraremos las principales funciones del Congreso 
de la Ciudad de México; II) De la función ejecutiva (artículos 32 a 34); III) 
De la función judicial (artículo 35).

Resulta extraño, por decir lo menos, que el título se nombre “distribu-
ción del poder”, y ya en los capítulos, cuando se refiere a los poderes, se les 
aluda como “funciones”. Este comentario podría considerarse baladí, pero 
no lo es, ya que la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México, que 
regula el funcionamiento del Congreso de la capital, no le nombra “función 
legislativa” en ninguno de sus artículos, sino “Congreso de la Ciudad de 
México”.89

El capítulo IV se dedica a la Seguridad ciudadana y procuración de 
justicia (artículos 41 a 45); el V, a los Organismos autónomos (artículos 46 a 
51). El capítulo VI, a las Demarcaciones territoriales y sus alcaldías (artícu-
los 52 a 56). Cierra este título el capítulo VII, denominado Ciudad pluricul-
tural (artículos 57 a 59).

El título sexto, que lleva por nombre Del buen gobierno y la buena ad-
ministración, comprende los artículos del 60 al 67, y consta de dos capítulos, 
cuyos títulos son: Del combate a la corrupción de la Ciudad de México y 
del régimen de responsabilidades. El título séptimo se dedica a destacar el 
carácter de capital de la Ciudad de México de los Estados Unidos Mexicanos (artículo 
68) resulta impropio, también, desde el punto de una buena técnica norma-
tiva, un título que se integra solamente por un artículo. Finalmente, el título 
octavo se dedica a la Estabilidad constitucional (artículos 69 y 71). Desde 
luego, el texto constitucional de la capital del país concluye con sus treinta y 
nueve preceptos transitorios.

89		  La Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México, en el artículo 22, fracción IV, 
sólo utiliza en una ocasión la palabra “función” para atribuirla al número de veces que un 
legislador o legisladora ha desempeñado esa función.
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III. La regulación constitucional 
del Congreso de la Ciudad de México

Como hemos advertido, en el apartado que antecede, la Asamblea Cons-
tituyente de la Ciudad de México reguló en el título quinto, capítulo I, la 
Función legislativa, que comprende los artículos 29 a 31; tres largos preceptos 
que regulan desde su integración hasta la Comisión Permanente, pasando 
por el procedimiento legislativo.90 Veamos a continuación cómo concibió el 
Constituyente de la Ciudad de México al Congreso.

El largo artículo 29 constitucional se divide en cinco incisos (de la A 
a la E), con un amplio número de apartados, que lo convierten en uno de 
los preceptos más largos de la Constitución de la Ciudad de México. En el 
apartado 1 del inciso A, relativo a la integración, se comienza señalando 
que el Poder Legislativo se deposita en el Congreso de la Ciudad de México; 
así pues, se alude a los términos “función” y “poder” de manera incorrecta; 
corresponde a los poderes el ejercicio de las funciones, y en el caso que nos 
ocupa, un Parlamento moderno no sólo legisla, sino que también controla, 
fiscaliza, y en gran medida participa en la gobernanza de un país o de un 
Estado.

Con base en este apartado A, se señala cómo será la integración del 
Congreso de la Ciudad de México, misma que sigue siendo, al igual que sus 
antecesoras (la Asamblea de Representantes y la Asamblea Legislativa del 
Distrtito Federal), por 66 diputados, los cuales serán electos de la siguiente 
manera: 33 electos según el principio de mayoría relativa, mediante el sis-
tema de distritos electorales uninominales, 32 electos según el principio de 
representación proporcional, y la novedad constitucional fue la incorpora-
ción de una diputación migrante, esto es, electa por el principio de mayoría 
relativa mediante el voto de las ciudadanas y ciudadanos originarios de la 
Ciudad de México residentes en el extranjero. Los legisladores serán electos 
en su totalidad cada tres años, mediante el voto universal, libre y secreto, 
y, desde luego, por cada diputado propietario se elegirá una suplente del 
mismo género, con la finalidad de conservar la paridad durante toda la le-
gislatura.

90		  Una interesante propuesta sobre los retos del Congreso de la Ciudad de México fue 
planteada por quien fuera presidenta de la Junta de Coordinación Política de este Congreso, 
durante la I Legislatura, Godoy Ramos, Ernestina, “Los retos del Congreso de la Ciudad de 
México. Legislar con perspectiva de derechos humanos”, Defensor. Revista de Derechos Humanos, 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, núm 11, año XVI, noviembre de 
2018, pp. 17-23.
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1. Estatuto de los parlamentarios de la Ciudad de México

A. Requisitos de elegibilidad

De conformidad con la Constitución de la Ciudad de México, para 
ser diputada o diputado se requiere: a) tener la ciudadanía mexicana en 
el ejercicio de sus derechos; b) tener dieciocho años cumplidos el día de 
la elección; c) ser originario o contar con al menos dos años de vecindad 
efectiva en la Ciudad, anteriores al día de la elección, salvo en el caso de 
candidaturas de las personas originarias de la Ciudad de México residentes 
en el extranjero. La residencia no se interrumpe por haber ocupado cargos 
públicos fuera de la entidad.

Debe señalarse que aunque la reforma constitucional, como hemos vis-
to antes, estableció la reelección legislativa, la Constitución de la Ciudad de 
México no hace ninguna alusión al tema; es la Ley Orgánica del Congreso 
la que señala en el artículo 2o., párrafo cuarto, que “Las y los diputados 
integrantes del Congreso de la Ciudad de México podrán ser reelectos de 
conformidad con lo establecido y mandatado por las leyes y ordenamientos 
aplicables”.

B. Causas de inelegibilidad

La inelegibilidad o las causas de inelegibilidad son circunstancias que 
afectan la capacidad de un ciudadano para competir como candidato a las 
elecciones para un determinado cargo de elección popular, en este caso, el 
de legislador local; dichas causas se encuentran recogidas en los incisos del 
d) al j) de artículo 29, fracción A, y que son: 1) no estar en servicio activo 
en el ejército federal ni tener mando en la policía de la Ciudad de México, 
cuando menos antes del inicio del proceso electoral local correspondiente; 
2) no ser titular de alguna secretaría o subsecretaría de Estado, de la Fiscalía 
General de la República, ni ministra o ministro de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación o integrante del Consejo de la Judicatura Federal, a 
menos que se haya separado definitivamente de sus funciones 120 días an-
tes de la jornada electoral local correspondiente, o dos años antes en el caso 
de los y las ministros e integrantes del Consejo de Judicatura Federal; 3) no 
ser magistrada o magistrado de circuito o juez de distrito en la Ciudad de 
México, a menos que se haya separado definitivamente de sus funciones an-
tes del inicio del proceso electoral local correspondiente; 4) no ser magistra-
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da o magistrado del Poder Judicial, del Tribunal de Justicia Administrativa, 
consejera o consejero de la Judicatura de la Ciudad de México, a menos 
que se haya separado definitivamente de sus funciones antes del inicio del 
proceso electoral local correspondiente; 5) no ser jefa o jefe de Gobierno 
de la Ciudad de México ni titular de una alcaldía, dependencia, unidad ad-
ministrativa, órgano desconcentrado, organismo autónomo o entidad pa-
raestatal de la administración pública o de la Fiscalía General de Justicia de 
la Ciudad de México, a menos que se haya separado de sus funciones 120 
días antes de la jornada electoral local correspondiente; 6) no ser ministro 
de culto religioso, a menos que hubiera dejado de serlo con cinco años de 
anticipación y en la forma que establezca la ley, y 7) no haber sido conseje-
ra o consejero, magistrada o magistrado electoral, a menos que haya con-
cluido su encargo o se haya separado del mismo tres años antes del inicio 
del proceso electoral local correspondiente.

C. Incompatibilidad

Las causas de incompatibilidad aluden a la incapacidad para que de 
manera simultánea se ejerza la función parlamentaria y otro cargo público. 
La razón de ser de la incompatibilidad es procurar que los legisladores de la 
Ciudad de México ejerzan sus funciones con dedicación de exclusividad y 
con un amplio grado de libertad; dichas causas están contenidas en primer 
lugar en el artículo 125 de la Constitución federal mexicana, que advierte: 
“Ningún individuo podrá desempeñar a la vez dos cargos federales de elec-
ción popular ni uno de la Federación y otro de una entidad federativa que 
sean también de elección; pero el nombrado puede elegir entre ambos el 
que quiera desempeñar”. Asimismo, una disposición semejante la encon-
tramos en el artículo 29, A, inciso 5), de la Constitución de la capital, y en el 
artículo 2o., párrafo tercero, de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad 
de México, que selañan, respectivamente, lo siguiente: “Las y los diputa-
dos, cuando estuvieren en ejercicio, no podrán desempeñar ninguna otra 
comisión o empleo públicos con goce de sueldo”. Así como

Las y los diputados propietarios durante el período de su encargo, no podrán 
desempeñar ninguna otra comisión o empleo de la Federación, de los Estados 
o de la Ciudad de México por los cuales se disfrute sueldo, o remuneración 
alguna sin licencia previa del Congreso de la Ciudad de México, si lo hicie-
ren deberán cesar en sus funciones representativas mientras dure su nueva 
ocupación, la misma regla se observará con quienes le suplan cuando estu-
viesen en ejercicio, la infracción de esta disposición será sancionada con la 
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pérdida del carácter de la o el legislador. Asimismo y durante el tiempo que 
dure su encargo deberán residir en la Ciudad de México.

2. Prerrogativas de los legisladores del Congreso de la capital

Las prerrogativas de los diputados locales no son privilegios personales, 
sino garantías funcionales que protegen la función parlamentaria, no a los indi-
viduos que las ejercen. Son reglas objetivas que tienen que ser aplicadas in-
dependientemente de la voluntad personal del parlamentario involucrado. 
Constituyen derechos irrenunciables sobre los que no puede disponer nadie 
(inviolabilidad) o sólo la Cámara de Diputados federal y el propio Congreso 
local (inmunidad), pero nunca el parlamentario.91

A. Inviolabilidad

En el contexto del derecho mexicano, tales prerrogativas son: la invio-
labilidad y la inmunidad, que para el caso de los diputados locales las en-
contramos reguladas en el artículo 29 A, inciso 6, que a la letra señala: “Las 
y los diputados al Congreso de la Ciudad son inviolables por las opiniones 
que manifiesten en el desempeño de su encargo. No podrán ser reconveni-
dos ni procesados por éstas”.92 Lo mismo señala el artículo 4o., fracción I, 
del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México.

Este privilegio parlamentario ha contribuido considerablemente para 
que los parlamentos se conviertan en el lugar idóneo para que cualquier 
sociedad pueda expresarse libremente a través de sus representantes y pue-
da dar cauce a la solución de los conflictos. Se trata de una figura que vie-
ne desde años remotos, y fue una de las primeras defensas del Parlamento 
frente a los poderes omnímodos del rey. Sin embargo, lo anterior no signifi-
ca que este privilegio sea ilimitado, pues el mismo sólo se refiere a la liber-
tad de que goza el legislador para desempeñar, con suficiente autonomía, 
sus actividades parlamentarias dentro y fuera del recinto, pero no abarca sus 
actividades particulares.93

91		  Pérez Royo, Javier, Curso de derecho constitucional, Madrid, Marcial Pons, 1996, pp. 529 
y 530.

92		  La inviolabilidad suele también atribuirse al recinto parlamentario, y asignarle al pre-
sidente del Parlamento la obligación de velar por el respeto a ésta.

93		  Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unani-
midad de 5 votos, en el amparo en revisión 2214/98, del 24 de mayo de 2000, resolvió que 
los diputados y senadores jamás podrían ser reconvenidos por las opiniones que manifies-
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B. Inmunidad

Por otra parte, la inmunidad parlamentaria consiste en que los legisla-
dores no pueden ser detenidos ni procesados por la comisión de un delito 
durante el tiempo de su encargo, salvo el caso de flagrancia, a menos que la 
cámara legislativa correspondiente lo autorice privándolo o retirándole este 
privilegio. En el caso mexicano, esta prerrogativa funcional se encuentra re-
cogida en el artículo 111 constitucional, el cual establece que será necesaria 
la denominada “declaración de procedencia”, que debe acordarse por ma-
yoría absoluta de la Cámara de Diputados federal y el Congreso local, en la 
parte que le corresponde, para proceder penalmente contra determinados 
servidores públicos, entre otros, los diputados locales. Dicho artículo señala 
en sus párrafos primero, quinto, sexto y séptimo lo siguiente:

Para proceder penalmente contra los diputados y senadores al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación… por la co-
misión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará 
por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder 
contra la persona inculpada…

Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los ejecutivos 
de las entidades federativas, diputados locales, magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia de las entidades federativas… se seguirá el mismo pro-
cedimiento establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración 
de procedencia será para el efecto de que se comunique a las legislaturas lo-
cales, para que en ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda.

Las declaraciones y resoluciones de la Cámaras de Diputados… son ina-
tacables.

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpa-
do será separarlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste 
culmina en sentencia absolutoria el inculpado podrá reasumir su función. Si 
la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el 
ejercicio de su encargo, no se concederá al reo la gracia del indulto.

El Reglamento del Congreso de la Ciudad de México94 confunde, a 
mi juicio, las prerrogativas de los diputados locales, que son las anteriores, 

ten en el desempeño de sus cargos, lo que puede aplicarse también a los diputados locales. 
Asimismo, dicha Sala indicó que no procede una demanda civil en contra de un legislador 
federal por daño moral, con base en las manifestaciones expresadas por éste en el ejercicio 
de sus funciones.

94		  Publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México del 1o. de septiembre de 2017. Se 
trata de un amplio Reglamento de 527 artículos y 21 transitorios.
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con los derechos de índole laboral en el artículo 6o., que afirma que los 
legisldores tendrán las prerrogativas siguientes: a) contar con los recursos 
humanos, materiales y financieros que les permitan desempeñar con efi-
cacia y dignidad su cargo, y b) disponer de los servicios de comunicación, 
telemáticos y demás servicios con que cuente el Congreso para el desarro-
llo de su función. Adicionalmente, el precepto aclara que la satisfacción de 
las solicitudes, con base en las prerrogativas enunciadas, estará sujeta a las 
limitaciones legales y a las disponibilidades de los recursos presupuestarios, 
financieros, administrativos y humanos del Congreso.

Como resulta evidente, no estamos en este caso frente a prerrogativas, 
pues cuando se alude a éstas se está refiriendo a privilegios. Los aspectos regu-
lados en el artículo 6o. del Reglamento apuntan, claramente, a aspectos ne-
cesarios para el desempeño de sus labores parlamentarias, esto es, a derechos, 
e incluso, apoyos que podrán solicitar por ser diputados del Congreso local.

3. Derechos y obligaciones de los legisladores locales

Como cualquier otro cargo de elección popular, la Constitución y la 
ley imponen derechos y obligaciones; sin embargo, resulta curioso que ni 
la Constitución ni la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México 
recojan los derechos de los diputados, junto a los antes mencionados regula-
dos por el artículo 6o. del Reglamento en otro largo artículo 5o., en donde 
se indica, en veintidós fracciones, lo siguiente:

I.	Iniciar leyes, decretos y presentar proposiciones y denuncias ante el Con-
greso;

II.	Proponer al Pleno propuestas de iniciativas constitucionales, de leyes o 
decretos, para ser presentados ante el Congreso de la Unión, en las ma-
terias relativas a la Ciudad de México y en los términos del presente re-
glamento;

III.	Retirar las proposiciones, iniciativas e instrumentos enunciados en las 
fracciones anteriores antes de su aprobación en la o las comisiones res-
pectivas,

IV.	Asistir con voz y voto a las sesiones del Pleno, la Comisión Permanente, 
las comisiones y los comités, según sea el caso;

V.	Integrar las comisiones y los comités, participar en sus trabajos, así como 
en la formulación de sus dictámenes, opiniones y recomendaciones;

VI.	Hacer uso de la tribuna cuando la o el presidente así lo autorice en los 
tiempos establecidos por la Ley y el presente Reglamento. En sus inter-
venciones podrá hacer las manifestaciones que considere pertinentes;
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VII.	Asistir, con voz pero sin voto, a las reuniones y sesiones de comisiones o 
comités de las que no forme parte;

VIII.	Percibir una dieta, que será igual para todas y todos, que les permita 
desempeñar con eficacia y dignidad el cargo;

IX.	Ser electa o electo y elegir a las y los diputados que integrarán las comisio-
nes y los comités de acuerdo a la Ley y el presente Reglamento;

X.	Solicitar información a los otros poderes Ejecutivo y Judicial o cualquier 
otra instancia de la Ciudad de México;

XI.	Tener acceso a la asignación de la asesoría necesaria y personal de apoyo 
calificado, para el buen desarrollo de su cargo;

XII.	Participar en los debates, votaciones y cualquier otro proceso parlamenta-
rio para el que se encuentre facultado;

XIII.	Proponer a través de su Grupo o de manera directa en el caso de las y los 
diputados sin partido la incorporación de asuntos para ser considerados 
en la agenda política y efemérides;

XIV.	Formar parte de un Grupo o Coalición o separarse de él, de acuerdo a 
sus ordenamientos;

XV.	Contar con el documento e insignia que acredita como diputadas y dipu-
tados de su cargo vigente durante el tiempo del ejercicio;

XVI.	Tener acceso a todos los documentos y medios de información disponibles 
en el Congreso;

XVII.	Recibir orientación, solicitar información y asesoría de los órganos 
técnicos, administrativos, parlamentarios y de investigación del Congreso;

XVIII.	Solicitar licencia al ejercicio de su cargo;
XIX.	Ser electa o electo para participar en los foros, reuniones y ceremonias de 

carácter institucional;
XX.	Obtener apoyo institucional para mantener un vínculo con sus represen-

tados, para gestionar ante las autoridades la atención de las demandas, 
así como orientar a las y los ciudadanos acerca de los medios jurídicos y 
administrativos tendientes a hacer efectivos sus derechos individuales o 
sociales;

XXI.	Quienes pertenezcan a una comunidad indígena, ejercer sus derechos 
lingüísticos, participando en tribuna y demás espacios legislativos en su 
lengua materna, facilitándoles la traducción simultánea, así como los ser-
vicios de interpretación u otros medios adecuados;

XXII.	Para hacer uso de esta prerrogativa, la o el Diputado lo harán saber pre-
viamente por escrito y con al menos 48 horas antes a la Mesa Directiva, 
con la finalidad de que se ordene habilitar a una o un intérprete que tra-
duzca la exposición de la o el legislador de que se trate.

Por lo que hace a las obligaciones de los diputados del Congreso de la 
Ciudad de México, el artículo 7o. del Reglamento, en diecinueve fracciones, 
precisa las siguientes:
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I.	Rendir protesta y tomar posesión de su cargo;
II.	Asistir puntualmente a las convocatorias a sesiones y reuniones del Pleno, 

la Comisión Permanente y de las comisiones o comités a los que perte-
nezcan;

III.	Acatar los acuerdos del Pleno la Comisión Permanente y de las comisio-
nes y comités;

IV.	Dirigirse con respeto y cortesía a las y los demás diputados e invitados, 
con apego a la normatividad parlamentaria;

V.	 Participar en todas las actividades inherentes a su cargo, dentro y fuera 
del recinto, con el decoro y dignidad que corresponden a su investidura;

VI.	Informar de los asuntos en los que tengan intereses o puedan obtener 
beneficios personales y excusarse de participar en la promoción, gestión, 
recomendación y discusión de los mismos;

VII.	 Abstenerse de realizar actos que sean incompatibles con la función que 
desempeñan, así como ostentarse con el carácter de legisladora o legisla-
dor en toda clase de asuntos o negocios privados;

VIII.	 Guardar reserva de toda la información a la que tenga acceso y que con-
forme a lo dispuesto por las leyes respectivas, sea reservada o confidencial;

IX.	 Tratar con respeto y profesionalismo al personal que preste sus servicios 
al Congreso, en apego a las condiciones de trabajo;

X.	Ejercer su voto;
XI.	 Evitar intervenir como parte actora, representante legal, mandataria o 

mandatario o patrona o patrón, en juicios de cualquier índole, en los que 
el patrimonio del Estado esté en riesgo;

XII.	 Presentar la declaración de situación patrimonial y de modificación a la 
misma, con oportunidad y veracidad;

XIII.	 Renunciar a obtener, por la realización de actividades inherentes a su car-
go o su impacto, beneficios económicos o en especie para:

a)	 Su cónyuge, concubina o concubino;
b)	 Parientes consanguíneos, civiles o por afinidad hasta el cuarto grado;
c)	 Terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales, de nego-

cios;
d)	 Socias, socios o empresas de las que la o el diputado formen o hayan 

formado parte;

XIV.	Adecuar todas sus conductas a los ordenamientos respectivos y evitar que 
los recursos económicos, humanos, materiales y telemáticos de que dis-
ponga para el ejercicio de su cargo, se destinen a otros fines;

XV.	 Mantener un vínculo permanente con sus representadas o representados 
y atender los intereses de las y los ciudadanos, promover y gestionar la 
solución de los problemas y necesidades colectivas ante las autoridades 
competentes a través de un módulo legislativo de atención y quejas ciuda-
dana en el distrito o circunscripción para el que haya sido electo;
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XVI.	Presentar un Informe anual sobre el desempeño de sus labores, ante las y 
los ciudadanos de su distrito o circunscripción, del cual deberá enviar a la 
Junta y con una copia a la Conferencia, para su publicación en la Gaceta, 
mismo que deberá cubrir por lo menos lo siguiente:

a)	deberá rendirse a más tardar dentro de los treinta días naturales siguien-
tes, a partir de que se cumpla el primer año de actividades tomando 
como referencia la toma de protesta del cargo, exceptuando el último 
informe de actividades, el cual tendrá como plazo máximo para su 
rendición el 16 de agosto;

b)	 deberá presentarse por escrito ante la Junta quedando a salvo la rendición 
del informe ante las y los ciudadanos, mismo que podrá realizarse en el 
momento en que así lo determine cada uno de las y los diputados;

c)	 la difusión de los informes no podrá exceder de siete días anteriores y 
cinco posteriores a la fecha en que se rindan, ni realizarse en tiempos de 
precampaña o campaña electoral;

d)	 las y los diputados que no realicen sus respectivos informes en el tiempo 
previsto serán sancionados con el descuento de cinco días de dieta;

e)	 informar semestralmente a la Junta, de manera impresa y por medio 
electrónico, magnético u otros, del cumplimiento de sus obligaciones;

f)	 los informes serán publicados en el sitio oficial de Internet del Congreso, 
debiendo informar por escrito al Oficial Mayor para su cumplimiento;

XVII.	Permitir la libre discusión y decisión parlamentaria en las sesiones, así 
como en las reuniones;

XVIII.	Retirar cualquier expresión material que haya utilizado para su 
intervención en el Pleno, una vez que ésta haya concluido, y

XIX.	Acatar las disposiciones y procedimientos del Código de Responsabilidad 
Parlamentaria del Congreso de la Ciudad de México.

Debemos señalar, desde aquí, que existen enormes similitudes entre la 
regulación que hace el Reglamento de la Cámara de Diputados Federal y 
la del Congreso de la Ciudad de México, lo que nos permite afirmar que la 
innovación no fue un principio que inspirara la redacción de los ordena-
mientos relativos a la representación local.

4. Dieta y remuneración

Aun cuando forma parte de los derechos de los legisladores, la dieta 
merece un trato especial, ya que todos los cargos de representación popular 
tienen una retribución económica por su ejercicio, cuya finalidad es que 
los diputados no realicen actividades que los distraigan de sus ocupaciones 
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o empeñen su independencia de criterio. El artículo 36 de la Constitución 
federal impone como obligación a cualquier ciudadano desempeñar cargos 
de elección popular de la Federación o de los estados, subrayando que su 
desempeño “en ningún caso será gratuito”; dicho postulado se ratifica en 
el artículo 127 constitucional, el cual señala que ciertos servidores públicos, 
entre los que se encuentran los de las entidades federativas, e incluso los 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudadd de México, recibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, 
empleo, cargo o comisión, que deberá ser proporcional a sus responsabi-
lidades, y será determinado anual y equitativamente en el presupuesto de 
egresos correspondiente.

En el mismo sentido, la Ley Orgánica y el Reglamento del Congreso de 
la Ciudad de México señalan que la dieta es “la remuneración irrenunciable 
por el desempeño del cargo de la o el diputado local”. Pero el Reglamento 
establece determinadas sanciones que se pueden ver reflejadas en la dieta. 
Como hemos visto, el artículo 7o., fracción XVI, inciso d), señala que “los 
legisladores que no realicen sus respectivos informes en el tiempo previsto 
serán sancionados con el descuento de cinco días de dieta”; en el artículo 
40, que regula las sanciones disciplinarias, prevé, en la fracción IV, la dismi-
nución de la dieta como un correctivo de esta naturaleza.

Más aún, los artículos 44 y 45, relativos a las sanciones, señalan que ésta 
será disminuida cuando los legisladores: 1) no concurran a una sesión del 
Pleno o de la Comisión Permanente, sin causa justificada o sin permiso de 
la Presidencia, no tendrán derecho de la dieta correspondiente al día en que 
falten, y 2) no concurran a una sesión de comisión o comité, sin causa justifi-
cada o sin permiso de la Presidencia de alguno de éstos, no tendrán derecho 
al cincuenta por ciento de la dieta correspondiente al día en que falten, y 
3) al que tenga inasistencia a convocatoria, sin justificar, se le descontará un 
día de dieta (artículo 199).

Lo anterior, desde luego, no procederá cuando simultáneamente se rea-
lice una sesión del Pleno y una de la comisión de la que forma parte el legis-
lador o éste se encuentre en el cumplimiento de alguna encomienda oficial.

El artículo 45 regula un procedimiento para los efectos de disminución 
de la dieta, en cuyo caso deberá observarse lo siguiente: 1) La sanción será 
aplicada por la Oficialía Mayor a petición de la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva, de la Comisión Permanente o de la Presidencia de alguna comisión 
o comité. 2) Para la aplicación de la sanción correspondiente o descuento 
por inasistencia, la Presidencia respectiva deberá enviar a la Oficialía Ma-
yor una copia simple, con su firma autógrafa, de la lista de asistencia que 
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corresponda al descuento que habrá de aplicarse.95 Suponemos que este 
tipo de sanciones tienen como finalidad que los legisladores trabajen y des-
empeñen con esmero sus funciones.

IV. Estructura orgánica del Congreso capitalino

En este apartado abordaremos la estructura y organización del actual Con-
greso de la Ciudad de México; veremos cómo con las limitantes que todavía 
la Constitución federal le impone a dicha Asamblea, esta se parece cada vez 
más a un Congreso como el que existe en el resto de las entidades federativas 
y está más lejos de la primera Asamblea de Representantes que se creó para 
el Distrito Federal.

1. Instalación del Congreso. Actos previos

La constitución o instalación del Congreso es el acto a través del cual 
inicia la legislatura; con este hecho, el Congreso se da por reunido formal-
mente, elige sus órganos de gobierno que le permitirán el desenvolvimiento 
de las funciones que la Constitución local le atribuye. Más concretamente, 
el trámite que determina la constitución formal del Congreso es la elección 
de su Mesa Directiva.

Una vez que el proceso electoral ha concluido, se han entregado las 
constancias a los diputados electos y se han resuelto todas las impugnacio-
nes, se procederá a la instalación formal del Congreso recién electo. Previo 
a la constitución del Congreso, el coordinador de servicios parlamentarios 
del mismo deberá desarrollar las siguientes actividades: a) elaborar el inven-
tario de las copias certificadas de las constancias de mayoría y validez que 
acrediten a las y los diputados electos por el principio de mayoría relativa, 
y de las copias certificadas de las constancias de asignación proporcional, 
expedidas en los términos de ley, así como de las notificaciones de las sen-
tencias inatacables del órgano jurisdiccional electoral sobre los comicios de 

95		  Durante los primeros cinco días de cada mes, la Coordinación de Servicios Parlamen-
tarios, con base en la información que se obtenga de las sesiones del Pleno y de la Comisión 
Permanente, enviará a la Coordinación de Comunicación Social, las listas de asistencia de 
los legisladores que hayan concurrido a éstas, para que las publique en la página de Internet 
del Congreso.

Durante los primeros quince días de septiembre, la Coordinación de Servicios Parlamen-
tarios hará un balance general de asistencia de los legisladores del Congreso del último año, 
mandando a publicarla en cuando menos dos diarios de circulación nacional.
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diputados; b) entregar, a partir del 20 y hasta el 28 de agosto, las credencia-
les de identificación y acceso de las y los diputados electos a la sesión cons-
titutiva, con base en las constancias de mayoría y validez y de asignación 
proporcional; c) preparar la lista de las y los diputados electos a la nueva 
legislatura, para todos los efectos de la sesión constitutiva de instalación del 
Congreso, y d) elaborar la relación de las y los integrantes de la legislatura 
que con anterioridad hayan ocupado el cargo de legisladora o legislador 
local, distinguiéndolos por orden de antigüedad en el desempeño de esa 
función y señalando las legislaturas a las que hayan pertenecido, así como 
su edad.

2. Sesión constitutiva

Los legisladores electos con motivo de los comicios locales ordina-
rios para la renovación del Congreso que hayan recibido su constancia 
de mayoría y validez, así como los electos que figuren en la constancia de 
asignación proporcional expedida a los partidos políticos, se reunirán en 
sesión previa, con objeto de celebrar la sesión constitutiva de instalación del 
Congreso, que iniciará sus funciones el 1o. de septiembre.

Para la conducción de la sesión constitutiva de instalación del Con-
greso habrá una Mesa de Decanos, constituida por una presidenta o un 
presidente, dos vicepresidentes y dos secretarios, y se integra por los dipu-
tados electos presentes que hayan desempeñado con mayor antigüedad la 
responsabilidad de legislador local. En caso de presentarse antigüedades 
iguales, la precedencia se establecerá en favor de quienes hayan pertenecido 
al mayor número de legislaturas y, en su caso, a los de mayor edad. El di-
putado electo que cuente con mayor antigüedad será presidente de la Mesa 
de Decanos. Serán vicepresidentes los diputados electos que cuenten con 
las dos siguientes mayores antigüedades, procurando reflejar la pluralidad 
de la conformación del Congreso. En calidad de secretarios, les asistirán 
los siguientes dos diputados electos que cuenten con las sucesivas mayores 
antigüedades.

Una vez presentes los legisladores electos en el salón de sesiones para la 
celebración de la sesión constitutiva de instalación, corresponderá al coor-
dinador de Servicios Parlamentarios del Congreso, informar que cuenta 
con la documentación relativa a los diputados electos, las credenciales de 
identificación y acceso de los mismos, la lista completa de las y los legisla-
dores que integrarán el Congreso y la identificación de la antigüedad en 
cargos de las legisladoras y los legisladores locales de cada uno de ellos, y 
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mencionará por su nombre a quienes corresponda integrar la Mesa de De-
canos, solicitándoles que ocupen su lugar en el presídium.

La presidencia ordenará la comprobación del quorum, y uno de las o los 
secretarios procederá a comprobarlo, a efecto de celebrar la sesión cons-
titutiva de instalación. Declarado el quorum, la Presidencia de la Mesa de 
Decanos abrirá la sesión y se dará a conocer el orden del día, que se ceñirá 
al cumplimiento de los siguientes ocho puntos: I. Declaración del quorum; 
II. Protesta constitucional de la o el presidente de la Mesa de Decanos; III. Pro-
testa constitucional de las y los diputados electos presentes;96 IV. Elección de 
las y los integrantes de la primera Mesa Directiva; V. Declaración de la legal 
constitución del Congreso de la Ciudad de México; VI. Formalizar la entrega-
recepción de los bienes y derechos del Congreso; VII. Cita para sesión del 
Congreso, y VIII. Designación de comisiones de cortesía para el ceremonial 
de esa sesión. Se trata, como puede observarse, de una sesión cuyo orden del 
día está determinado por la Ley, de tal manera que no podrían agregarse o 
suprimirse asuntos al orden del día señalado en la Ley Orgánica.

Una vez que se hayan rendido las protestas constitucionales antes se-
ñaladas, se procederá a la elección de la Mesa Directiva del Congreso; una 
vez realizadas las votaciones y declarados los resultados para la elección de 
ésta, el presidente de la Mesa de Decanos invitará a sus integrantes a que 
ocupen el lugar que les corresponde en el presídium, y las y los integrantes 
de ésta tomarán su sitio en el salón de sesiones. El escrutinio se realizará 
por la Mesa de Decanos, y la declaratoria la hará la Presidencia de ésta, 
quien, además, invitará a los legisladores electos para que integren la pri-
mera Mesa Directiva y ocupen sus lugares en el presídium. En este momen-
to la Mesa de Decanos desaparecerá, y corresponderá a la Mesa Directiva 
declarar legalmente constituida la legislatura de que se trate, mediante la 
fórmula siguiente: “El Congreso de la Ciudad de México, correspondiente 
a la (número ordinal) Legislatura, se declara legalmente constituido para el 
desempeño de sus funciones”.

La elección de la Mesa Directiva del Congreso de la capital se 
comunicará a la Jefatura de Gobierno, al Congreso de la Unión, al Tribunal 
Superior de Justicia y a los organismos autónomos de la Ciudad de México 
y demás instituciones que así se considere necesario.97

96		  Los legisladores que se presenten o sean llamados al ejercicio del cargo con posterio-
ridad a la sesión constitutiva de instalación del Congreso rendirán la protesta constitucional 
ante el Pleno.

97		  En la circunstancia de que la Mesa de Decanos deba actuar como mesa directiva, en 
tanto se concretan los entendimientos necesarios para elegir ésta, también se harán estas las 
comunicaciones, pero no podrá actuar más allá del 5 de septiembre.
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Enseguida, citará para la sesión de Congreso correspondiente a la aper-
tura del primer periodo de sesiones ordinarias del primer año de ejercicio 
legislativo, que deberá celebrarse a las 9:00 horas del 1o. de septiembre del 
año que corresponda. A su vez, hará la designación de las comisiones de 
cortesía que estime procedentes para el ceremonial de la sesión de Con-
greso, tomando en cuenta el criterio de proporcionalidad en función de la 
integración del Pleno.

3. Mesa directiva

La mesa directiva es un órgano colegiado integrado por legisladores ele-
gidos, mediante voto libre y secreto, en la mayor parte de los parlamentos 
modernos; lo que suele ser diferente es la forma de su integración, la dura-
ción y la manera de elección de sus miembros. Corresponde a estos órganos 
ordenar el trabajo parlamentario y atender las cuestiones de organización, 
gestión y administración que incumban a los legisladores. Estamos frente 
a órganos fundamentalmente burocráticos y de gestión a los que se enco-
mienda preservar la libertad de las deliberaciones, cuidar la efectividad del 
trabajo legislativo y aplicar, con imparcialidad, las disposiciones legales y 
reglamentarias, así como los acuerdos que aprueben las cámaras en el ejer-
cicio de sus funciones.

En el caso del Congreso de la Ciudad de México, la Mesa Directiva se 
compondrá, de acuerdo con su Ley Orgánica, por nueve legisladores, que 
se integrarán en una presidencia, cuatro vicepresidencias, dos secretarías 
y dos prosecretarías. Los integrantes de la Mesa Directiva durarán en sus 
funciones un año, y solamente los vicepresidentes y los secretarios podrán 
ser reelectos. Son electos por el voto mayoritario del Pleno del Congreso; en 
su composición se reflejará la pluralidad y la proporción de los grupos par-
lamentarios que integren al Pleno. La Presidencia será rotativa cada año. 
Integrar una mesa directiva con nueve legisladores parece un exceso para 
un Congreso integrado por 66 diputados. Además, recurrir a la mala prác-
tica de la rotación de la Presidencia debilita la estabilidad necesaria para un 
órgano de esta naturaleza.

Para la elección de la Mesa Directiva, que se hará por cédula, los grupos 
parlamentarios postularán, mediante una lista, a quienes deban integrarla, 
y cuidarán que los propuestos cuenten con una trayectoria y comporta-
miento que acrediten prudencia, tolerancia y respeto en la convivencia, así 
como experiencia en la conducción de asambleas.
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Las ausencias temporales de la Presidencia de la Mesa Directiva se-
rán sustituidas por las vicepresidencias de conformidad con el orden de 
prelación establecido en la lista electa. Así se procederá también para cubrir 
las ausencias temporales de los demás integrantes de la Mesa Directiva.

En el caso de que las ausencias de la Presidencia sean mayores a veintiún 
días en periodos de sesiones o de cuarenta y cinco en periodos de receso, la 
Mesa Directiva acordará la designación de la vicepresidencia en funciones 
de Presidencia, y se considerará vacante el cargo hasta la elección corres-
pondiente, para cumplir con el periodo para el que fue elegida la Mesa Di-
rectiva. Para las ausencias por dichos plazos de los demás integrantes serán 
consideradas vacantes y se procederá a la elección respectiva.

La misma votación por la que fueron elegidos será la que se solicite para 
remover a los integrantes de la Mesa Directiva; esto es, el voto de la mayoría 
de los diputados presentes, y sólo por causa justificada y mediante moción 
sometida a discusión y consideración del Pleno, en la que podrán hacer 
uso de la palabra hasta dos legisladores en contra y dos en pro de manera 
alternada, comenzando por quien solicitó la palabra en contra. En el caso 
de que sea aprobada la moción, se elegirá al integrante de la Mesa que fue 
electo para concluir el periodo para el que fue electo el removido.

Los integrantes de la Mesa Directiva sólo podrán ser removidos por 
las causas justificadas siguientes: a) transgredir en forma grave o reiterada las 
disposiciones contenidas en las Constituciones federal y local y en Ley Orgá-
nica del Congreso de la Ciudad de México; b) incumplir los acuerdos del Ple-
no cuando se afecten las atribuciones constitucionales y legales del Congreso, 
y c) dejar de asistir, reiteradamente y sin causa justificada, a las sesiones del 
Congreso o a las reuniones de este órgano legislativo.

La elección de los integrantes de la Mesa Directiva para el segundo y 
tercer año de ejercicio de la Legislatura se llevará a cabo durante la sesión 
preparatoria del año de ejercicio que corresponda, procurando que la Pre-
sidencia de la Mesa Directiva para tales ejercicios recaiga, en orden decre-
ciente, en un integrante de los dos grupos parlamentarios con mayor número 
de diputados que no la hayan ejercido. El proceso será conducido por los 
integrantes de la Mesa Directiva que cesa en sus funciones. Si en dicha sesión 
no se alcanza la mayoría requerida, esta Mesa continuará en funciones has-
ta el día 5 del siguiente mes, con el fin de que se logren los entendimientos 
necesarios.

Dos prohibiciones que establece la Ley Orgánica que es pertinente se-
ñalar son: a) las presidencias de la Mesa Directiva y de la Junta de Coordi-
nación Política no podrán depositarse simultáneamente en representantes 
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de un mismo partido político, y en ningún caso se podrán desempeñar car-
gos en dichos órganos al mismo tiempo, y b) en ningún momento los coor-
dinadores de los grupos parlamentarios podrán formar parte de la Mesa 
Directiva del Congreso.

Como órgano rector que es la Mesa Directiva del Congreso de la Ciu-
dad de México, al conducir las sesiones del Congreso debe asegurar el de-
bido desarrollo de los debates, discusiones y votaciones del Pleno, así como 
garantizar que en los trabajos legislativos prevalezca lo dispuesto en la 
Constitución local, en su Ley Orgánica y su Reglamento, dando cumpli-
miento en su actuación a los principios de imparcialidad y objetividad.

4. Facultades de la Mesa Directiva

El artículo 29 de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de Mé-
xico dedica veinte fracciones para enumerar las atribuciones de la Mesa 
Directiva, entre las que destacan: 1) asegurar el adecuado desarrollo de las 
sesiones del Pleno del Congreso; 2) presentar un informe a la Junta de Coor-
dinación Política, al finalizar cada periodo de sesiones, sobre los trabajos 
realizados por el Pleno a través de la Coordinación de Servicios Parlamen-
tarios. El informe deberá ser entregado de manera impresa y por medio 
electrónico, magnético, óptico u otros, y deberá ser publicado en la página 
oficial de Internet del Congreso a más tardar cinco días hábiles después de 
finalizado el periodo de sesiones; 3) conocer de oficio o a petición de parte, 
de la responsabilidad administrativa en que incurran los legisladores en el 
desempeño de sus funciones y resolver lo conducente de conformidad con 
lo establecido en la ley en materia de servidores públicos; 4) conocer y resol-
ver, en los recesos, sobre las solicitudes de licencia que le sean presentadas 
por las y los diputados; 5) convocar, en coordinación con la Junta durante 
los recesos, a sesión o a periodos extraordinarios por cualquier causa pre-
vista en su Ley Orgánica y demás normatividad aplicable; 6) cuidar que los 
dictámenes, propuestas, mociones, comunicados y demás escritos cumplan 
con las normas que regulan su formulación y presentación; 7) designar las 
comisiones de cortesía que resulten pertinentes para cumplir con los actos o 
sesiones solemnes; h) determinar las sanciones con relación a las conductas 
que atenten contra la disciplina parlamentaria.

También deberá: 8) formular y cumplir el orden del día para las sesio-
nes, el cual distinguirá claramente los asuntos que requieren votación de 
aquellos otros que sean solamente deliberativos o de trámite, conforme al 
calendario legislativo establecido por la Conferencia para la Dirección y 
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Programación de los Trabajos Legislativos; 9) incorporar en el orden del día 
de la siguiente sesión del Pleno las iniciativas con carácter preferente para su 
discusión y votación, en el caso de que la Comisión o comisiones no formu-
len el dictamen respectivo dentro del plazo de cuarenta y cinco días natura-
les; 10) llevar el control de las asistencias de los legisladores a las sesiones del 
Pleno; 11) realizar el registro y seguimiento de los asuntos encomendados 
a las comisiones y comités, así como de las asistencias de los legisladores a 
las sesiones de las comisiones y reuniones de los demás órganos legislativos; 
12) realizar la interpretación de las normas de la Ley Orgánica y de los 
demás ordenamientos relativos a la actividad parlamentaria que se requie-
ra para el cumplimiento de sus atribuciones, así como para la adecuada 
conducción de las sesiones; 13) recibir de la Jefatura de Gobierno el Infor-
me de cuenta pública del año anterior; 14) recibir, durante los recesos, las 
iniciativas de ley dirigidas al Congreso y turnarlas a las comisiones corres-
pondientes, a fin de que se tramiten conforme a lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica; 15) representar jurídicamente al Congreso, a través de su Presidencia, 
en todos los procedimientos jurisdiccionales en que éste sea parte, y ejercer 
de manera enunciativa, mas no limitativa, todas las acciones, defensas y re-
cursos necesarios en los juicios civiles, penales, administrativos, mercantiles 
o electorales, así como los relativos a los medios de control de constitucio-
nalidad en todas sus etapas procesales;98 16) verificar que las iniciativas, 
dictámenes, acuerdos, propuestas, mociones y demás escritos que se presen-
ten en la sesión cumplan con los requisitos de formulación y presentación.

5. Presidencia de la Mesa Directiva

La Presidencia de cualquier órgano colegiado, como lo es la Mesa Di-
rectiva del Congreso de la Ciudad de México, reviste por sí misma una 
especial importancia; al igual que en el caso del Congreso Federal, su Ley 
Orgánica le ha concedido un rol especial a quien ejerce este cargo. La Pre-
sidencia del Congreso capitalino ostenta la representación oficial del Con-
greso; expresa su unidad, vela por la inviolabilidad del Palacio Legislativo y 
demás instalaciones del Congreso; también, conduce las relaciones institu-
cionales con el Congreso y las autoridades locales de la Ciudad de México; 
asimismo, dirige las sesiones, vela por el equilibrio entre las libertades de los 
legisladores y de los grupos parlamentarios y busca la eficacia en el cum-
plimiento de las funciones constitucionales del Congreso; de igual manera, 

98		  La Mesa Directiva podrá delegar dicha representación de forma general o especial, 
sin perjuicio de la que recaiga en diversos servidores públicos por ministerio de ley.
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debe hacer prevalecer el interés general del Congreso por encima de los 
intereses particulares o de grupo. La Presidencia del Congreso responderá 
sólo ante el Pleno cuando en el ejercicio de sus atribuciones se aparte de las 
disposiciones que le son aplicables.

El artículo 32 de la Ley Orgánica le otorga a la Presidencia de la Mesa 
Directiva treinta y dos facultades, a las que hay que añadir cinco cuando 
se trate de sustanciar una iniciativa preferente, dentro de las cuales desta-
can las siguientes: 1) abrir, citar, convocar y clausurar las sesiones del Ple-
no, así como prorrogarlas, declararlas en receso, en sesión permanente, 
o suspenderlas por causa justificada; 2) adoptar las decisiones y medidas 
que se requieran para la organización del trabajo de las sesiones del Pleno; 
3) presentar un informe a la Junta sobre los trabajos realizados por el Pleno 
a través de la Coordinación de Servicios Parlamentarios, al finalizar cada 
periodo de sesiones; dicho informe deberá ser entregado de manera impre-
sa y por medio electrónico, magnético, óptico u otros, y deberá ser publi-
cado en la página oficial de internet del Congreso a más tardar cinco días 
hábiles después de finalizado el periodo de sesiones; 4) autorizar e instruir a 
la Tesorería, a realizar los descuentos a las dietas de las y los diputados, en 
términos de lo dispuesto por esta Ley y el Reglamento; 5) comunicar a la 
Coordinación de Servicios Parlamentarios las instrucciones, observaciones 
y propuestas que sobre las tareas a su cargo formule la Conferencia para 
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos; 6) conceder el 
uso de la palabra, dirigir los debates, discusiones y deliberaciones; ordenar 
que se proceda a las votaciones y formular la declaratoria correspondiente; 
7) convocar a las reuniones de la Mesa Directiva, a las de la Conferencia 
para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos y cumplir 
las resoluciones que le correspondan; 8) cumplimentar que los acuerdos, 
decretos y leyes emanados del Congreso sean publicados en la Gaceta Ofi-
cial, en un término no mayor de diez días, así como en el Diario Oficial de la 
Federación; 9) designar comisiones entre los legisladores para representar al 
Congreso en los casos que sea procedente; 10) dar curso reglamentario a 
los asuntos y cumplir con los inscritos en el orden del día y fijar los trámites 
que deben seguirse para el cumplimiento de los acuerdos tomados por el 
Pleno y determinar los trámites que deban recaer sobre las cuestiones con 
que se dé cuenta al Congreso; 11) dirigir al personal administrativo encar-
gado del resguardo, seguridad y vigilancia del recinto de sesiones; 12) dirigir 
y coordinar los trabajos de la Mesa Directiva; 13) disponer la elaboración 
inmediata del bando solemne conforme a la declaratoria de la Jefatura de 
Gobierno emitida por el Tribunal Electoral, dar a conocerla al Pleno en la 
sesión más próxima, ordenar su publicación en la Gaceta Oficial y en el Diario 
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Oficial de la Federación y tomar las medidas necesarias para que se difunda en 
los periódicos oficiales de la Ciudad y de las entidades federativas y se fije 
en las principales oficinas públicas de la Ciudad de México y de los estados; 
14) disponer lo necesario para que los legisladores se conduzcan conforme 
a las normas que rigen el ejercicio de sus funciones; 15) elaborar, conjunta-
mente con la Junta de Coordinación Política, el orden del día de las sesio-
nes; 16) exigir orden al público asistente a las sesiones e imponerla cuando 
hubiera motivo para ello; 17) exhortar a las comisiones y comités a realizar 
sus sesiones con la periodicidad reglamentaria para que éstas presenten sus 
dictámenes dentro de los treinta días siguientes a su recepción; 18) firmar, 
junto con los secretarios de la Mesa Directiva, las leyes y decretos que ex-
pida el Congreso, los acuerdos respectivos, así como la correspondencia y 
demás comunicaciones del Congreso; 19) llamar al orden a los integrantes 
del Congreso asistentes a las sesiones, dictando las medidas necesarias para 
conservarlo; 20) ordenar el auxilio de la fuerza pública en los casos que 
resulten necesarios; 21) presidir las sesiones del Congreso, así como las reu-
niones de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos 
Legislativos; 22) representar al Congreso ante toda clase de autoridades 
administrativas y jurisdiccionales ante la Jefatura de Gobierno, los parti-
dos políticos registrados y las organizaciones de ciudadanos de la ciudad; 
asimismo; 23) requerir a los legisladores que no asistan o no concurran a 
las sesiones del Congreso, y comunicarle al Pleno, en su caso, las medidas 
o sanciones que señalen su Ley Orgánica y el Reglamento; 24) solicitar a 
la Sala Constitucional o, en su caso, a la Presidencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, la atención prioritaria de los juicios de amparo, 
controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad o acciones 
de omisión legislativa, en términos de lo dispuesto en los artículos 94 de 
la Constitución Política y 36, apartados B y C, de la Constitución local; 
25) solicitar al Instituto Nacional Electoral la verificación del porcentaje 
requerido en el artículo 30, numeral 1, inciso f), de la Constitución local, 
relativo a la iniciativa ciudadana; 26) turnar a las comisiones o comités res-
pectivos los asuntos de su competencia, a efecto de que presenten en tiempo 
y forma los dictámenes procedentes o den el trámite legislativo que corres-
ponda, turnando a un máximo de dos comisiones, en razón de su compe-
tencia y conforme a su denominación. La rectificación del turno se hará con 
base en la solicitud por escrito que haga la o el presidente de la comisión, 
fundando y motivando la misma solicitud a partir de los antecedentes que 
haya para la rectificación.

Adicionalmente, como hemos advertido, la Presidencia tiene la 
representación legal del Congreso de la Ciudad de México, y podrá de-
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legarla en la persona o personas que resulten necesarias; en este contexto, 
puede otorgar y revocar poderes para pleitos y cobranzas a los servidores 
públicos de las unidades administrativas que por las características de sus 
funciones estén acordes con la naturaleza de dicho poder.

Tratándose de iniciativas preferentes, tendrá, además, las siguientes atri-
buciones: a) turnar inmediatamente la iniciativa a la o las comisiones corres-
pondientes para su análisis y dictamen; b) cuando se trate del señalamiento 
por parte de la o el jefe de Gobierno de una iniciativa que se hubiera presen-
tado en periodos anteriores y esté pendiente de dictamen y la haya elegido 
como preferente, notificará a la comisión o comisiones que conozcan de la 
misma que ha adquirido dicho carácter; c) solicitar a la Junta de Coordina-
ción Política que constituya e integre de manera anticipada la comisión o 
comisiones que dictaminarán la iniciativa con carácter de preferente; d) pre-
venir a la comisión o comisiones, siete días naturales antes de que venza el 
plazo para dictaminar la iniciativa con carácter de preferente a través de una 
comunicación, que deberá publicarse en la Gaceta Parlamentaria, y e) emitir la 
declaratoria de publicidad inmediatamente después de concluido el plazo de 
la comisión o comisiones para dictaminar.

Conviene señalar que muchas de las funciones atribuidas a la Mesa Di-
rectiva del Congreso capitalino son muy parecidas a las que el legislador 
atribuyó a la Cámara de Diputados. Igual similitud existe, como lo hemos 
señalado, tratándose de los derechos de los diputados; pero las que coinci-
den, exactamente, son las anteriores facultades otorgadas por la Cámara 
de Diputados a su Mesa Directiva, para el mismo supuesto, esto es, para la 
tramitación de las iniciativas preferentes, el legislador local no las modificó 
en nada.

6. Vicepresidencias, secretarías y protosecretarías

La función principal de estas tres categorías legislativas es coadyuvar a 
la Presidencia del Congreso en todas las actividades plenarias y de sustitu-
ción del titular de la misma. No obstante, las leyes orgánicas suelen conside-
rarlas figuras de relevancia dándoles, por ejemplo, a las vicepresidencias, la 
representación protocolaria del Congreso, que deberá ser nombrado, para 
tal efecto, por la Presidencia.

En relación con las secretarías, la Ley Orgánica les atribuye las siguien-
tes competencias: 1) asistir a la Presidencia en las funciones relacionadas 
con la conducción de las sesiones del Pleno; 2) comprobar el quorum de las 
sesiones del Pleno, llevar a cabo el cómputo y registro de las votaciones y 
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dar a conocer el resultado de éstas, teniendo a su cargo la supervisión del 
sistema electrónico de asistencia y votación; 3) cuidar que los dictámenes 
por discutir ante el Pleno se distribuyan y se entreguen en copia simple o 
de forma electrónica a los 66 legisladores con un mínimo de cuarenta y 
ocho horas anteriores a la sesión en que serán discutidos, salvo la dispensa 
aprobada por el Pleno; 4) dar lectura a los documentos listados en el orden 
del día y a las disposiciones legales y documentos a los que hagan alusión 
las y los diputados al hacer uso de la palabra, siempre y cuando se solicite 
expresamente; 5) dar lectura a los documentos y desahogar los trámites par-
lamentarios, en los términos dispuestos por la Presidencia; 6) distribuir, con 
el auxilio del personal administrativo, el orden del día entre los legisladores; 
7) expedir las certificaciones que disponga la Presidencia; 8) firmar, junto 
con la Presidencia, las leyes, los decretos, los acuerdos y demás resoluciones 
expedidos por el Congreso; 9) llevar un libro en donde se asiente, por orden 
cronológico y textualmente, las leyes y decretos que expida el Congre-
so; 10) recoger y computar las votaciones y comunicar a la Presidencia de 
la Mesa Directiva sus resultados; 11) rubricar, conjuntamente con la Pre-
sidencia de la Mesa Directiva, las leyes y decretos que apruebe el Pleno; 
12) supervisar los servicios parlamentarios relacionados con la celebración 
de las sesiones del Pleno a fin de que a) se impriman y distribuyan oportu-
namente entre las y los diputados los dictámenes; b) se elabore el acta de 
las sesiones y se ponga a la consideración del Pleno; c) se lleve el registro 
de las actas en el libro correspondiente; d) se conformen y mantengan al 
día los expedientes de los asuntos competencia del Pleno; e) se asienten 
y firmen los trámites correspondientes en dichos expedientes; f) se inte-
gren los libros de los registros cronológico y textual de las leyes y decretos 
que expida el Congreso, y g) se imprima y distribuya el Diario de los Debates; 
13) verificar que la Coordinación de Servicios Parlamentarios elabore las 
actas que se levanten con motivo de las sesiones y redactar personalmente 
las actas de las sesiones privadas; 14) verificar y dar cuenta a la presidencia 
del sentido del voto de los legisladores, y 15) las demás que se deriven de 
la Ley Orgánica y de los ordenamientos relativos a la actividad parlamen-
taria, o que les confiera la Presidencia de la Mesa Directiva.

Por otra parte, la Ley Orgánica del Congreso local da a los prosecreta-
rios funciones de auxiliares de las secretarías en el desempeño de sus fun-
ciones y como sus suplentes en las ausencias en el orden en que hayan sido 
electos; corresponderá a la Mesa Directiva acordar el orden de actuación.

La legislación del Congreso local es muy ortodoxa y nada creativa o in-
novadora, lo que era de esperarse para un órgano que constituye la evolución 
más importante en las asambleas de representación de la capital del país.
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7. Grupos parlamentarios

Previo al abordaje de otro de los órganos más significativos y políticos 
de los parlamentos como es la Junta de Portavoces o la Junta de Coordina-
ción Política, según se le denomina en el Congreso de la República y, ahora, 
también en el Congreso de la Ciudad de México, es necesario referirnos a 
los grupos parlamentarios, pues con base en éstos se integrará dicho órgano. 
Los grupos parlamentarios aparecen de manera habitual en todos los par-
lamentos, en virtud de la tendencia natural de los representantes, de agru-
parse según su ideología política; constituyen la traducción parlamentaria 
de los partidos políticos.

Los grupos parlamentarios son, en la práctica, protagonistas de la vida 
parlamentaria dentro de las cámaras. Están integrados por un conjunto de 
parlamentarios vinculados por sus afinidades ideológicas; tienen como fi-
nalidad defender su propia línea política en las cámaras, así como facilitar 
y agilizar todas las actividades legislativas; son agrupaciones que designan 
a algunos legisladores para que participen, como hemos visto, en la Mesa 
Directiva, en las comisiones o comités, o bien, para el desarrollo de diversas 
actividades parlamentarias. De alguna manera los grupos parlamentarios 
contribuyen al mejor funcionamiento de los órganos legislativos, pues al 
agruparse las fuerzas políticas con similar ideología forman, generalmente, 
frentes comunes al momento de los debates, para apoyar u oponerse a una 
iniciativa o propuesta.

Desde el inicio de la Legislatura y para la conformación de los gru-
pos parlamentarios, los partidos políticos cuyos candidatos hayan obtenido 
su constancia de mayoría y validez o que hubieran recibido constancia de 
asignación proporcional, comunicarán al Congreso de la Ciudad de Mé-
xico, por conducto de la Coordinación de Servicios Parlamentarios, a más 
tardar el 28 de agosto del año de la elección, la integración de su grupo, 
con los siguientes elementos: 1) la denominación del grupo parlamentario; 
2) el documento en el que consten los nombres de los legisladores electos 
que lo forman, y 3) el nombre del coordinador y vicecoordinador del grupo 
parlamentario.

En el Congreso de la capital, un grupo parlamentario se integra por 
cuando menos dos legisladores99 que tengan un mismo origen partida-
rio y/o pertenezcan a un mismo partido, los cuales actuarán en forma 
orgánica y coordinada en todos los trabajos del Congreso, a efecto de ga-
rantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas.

99		  Este número sí es diferente al exigido a nivel federal.
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Desde luego, en ningún caso pueden constituirse dos grupos parlamen-
tarios con legisladores que tengan un mismo origen partidario y/o perte-
nezcan a un mismo partido, y ningún legislador puede formar parte de más 
de un grupo parlamentario. Si un legislador se separa de su grupo parla-
mentario se le considerará diputado sin partido.

En la primera sesión ordinaria de la Legislatura, cada grupo entregará 
a la Coordinación de Servicios Parlamentarios la documentación siguiente: 
1) un acta en la que conste la decisión de sus integrantes de constituirse en 
grupo parlamentario, especificando el nombre y la lista de los miembros; 
2) las normas acordadas por los integrantes del grupo para su funciona-
miento interno, según dispongan los estatutos del partido político en el que 
militen; 3) nombre del legislador que haya sido designado como coordina-
dor y vicecoordinador del grupo parlamentario y los nombres de quienes 
desempeñen otras actividades directivas.

Adicionalmente, cada grupo parlamentario presentará la agenda legis-
lativa que abordará durante el transcurso de la Legislatura; los grupos par-
lamentarios, con base en la similitud de sus agendas o en la comunión de 
sus principios ideológicos, podrań formular acuerdos que se traduzcan en la 
conformación de mayorías parlamentarias.

La Coordinación antes aludida publicará en la Gaceta Parlamentaria los 
documentos constitutivos de los grupos parlamentarios, y al inicio de cada 
periodo de sesiones, la agenda legislativa con los temas que cada uno pre-
tenda abordar durante el transcurso de éste.

Los grupos parlamentarios, con base en la similitud de sus agendas o en 
la comunión de sus principios ideológicos, podrán formular acuerdos que se 
traduzcan en la conformación de mayorías parlamentarias.

En caso de gobierno de coalición, los grupos parlamentarios de los par-
tidos políticos coaligados compartirán una agenda común, de acuerdo con 
lo establecido en el programa y en los convenios respectivos.

8. Asociaciones y coaliciones parlamentarias

La Ley Orgánica del Congreso capitalino regula otras dos formas de 
unión de los legisladores: las asociaciones y las coaliciones, que sí constituyen 
una innovación respecto de la legislación federal, y que tienen las mismas 
obligaciones y beneficios que los grupos parlamentarios. Las primeras se da-
rán cuando de origen existan legisladores pertenecientes a diferentes parti-
dos políticos y que no alcancen el número mínimo para constituir un grupo 
parlamentario, de tal manera que podrán optar por asociarse a efecto de 
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conformar una asociación parlamentaria con la denominación que acuerden 
previamente, y siempre que la suma mínima de sus integrantes sea de dos.

Por otra parte, la coalición parlamentaria podrá constituirse mediante 
convenio suscrito por legisladores integrantes a partir del día siguiente de la 
conformación de la Junta de Coordinación Política; su objetivo es procurar 
la gobernabilidad y funcionamiento del Congreso, así como una mejor or-
ganización del trabajo legislativo. Las coaliciones se pueden establecer entre 
distintos grupos parlamentarios, entre un grupo parlamentario y uno o más 
diputados que no pertenecen a un grupo y/o partido político.

De acuerdo con la Ley Orgánica, a la coalición se le equipara, respecto 
de los derechos, beneficios y/o prerrogativas que se otorgan, a un grupo 
parlamentario. No obstante lo anterior, dicha Ley señala que las coaliciones 
y asociaciones parlamentarias tendrán acceso a los derechos, beneficios y/o 
prerrogativas una vez que los grupos parlamentarios hayan ejercido los su-
yos. Esto es, no tienen un nivel prioritario, sino secundario.

La integración de un grupo parlamentario, coalición o asociación parla-
mentaria tendrá el carácter de permanente, por lo que en caso de disolución 
del mismo o separación de sus integrantes, los legisladores que dejen de 
formar parte de éstos perderán los beneficios, prerrogativas y responsabi-
lidades a los que hayan tenido acceso como integrantes de dicho grupo, 
coalición o asociación parlamentarios, y recuperarán la condición previa 
a la conformación de ésta, por lo que no podrán integrarse a otro grupo, 
coalición o asociación, y serán considerados diputados sin partido. A pesar 
de lo anterior, mantendrán las mismas consideraciones que todos los legisla-
dores, y se les apoyará, conforme a las posibilidades del Congreso, para que 
puedan desempeñar sus atribuciones de representación popular.

9. Junta de Coordinación Política

Como adelantamos supra, el órgano más político y plural de los parla-
mentos, después, desde luego, del Pleno, es aquel que concentra la repre-
sentación de los diversos grupos parlamentarios, y en el caso del Congreso 
que venimos analizando, también integrará a los coordinadores y vececoor-
dinadores de las coaliciones o asociaciones parlamentarias representadas 
en el Poder Legislativo local. Como puede inferirse, este órgano, que se 
constituye al inicio de cada legislatura, expresa la pluralidad del Congreso, 
y como tal es el órgano colegiado en el que se impulsan el entendimiento y 
los acuerdos políticos a través de los cuales podrá darse cumplimiento a las 
facultades que la Constitución local asigna a esta asamblea.
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En el Congreso de la Ciudad de México, la Presidencia de la Mesa 
Directiva notificará a los coordinadores de los grupos, coaliciones y asocia-
ciones parlamentarios la conformación de los mismos, para efectos de que 
el que tenga la mayoría de los legisladores en el Congreso convoque a la se-
sión de instalación de la Junta de Coordinación Política. De tal manera que 
corresponde al coordinador del grupo parlamentario mayoritario convocar 
al resto de los coordinadores de los grupos y coaliciones a la sesión de insta-
lación de dicho órgano.

En la sesión de instalación deberá designarse la Presidencia de la Junta 
de Coordinación Política por mayoría simple de los votos ponderados; esto 
es, con relación al número de integrantes con que cuente cada uno de sus 
respectivos grupos parlamentarios en relación con el total del Congreso. La 
Presidencia de la Junta será ejercida en forma alternada en cada año legis-
lativo por los coordinadores de los tres grupos parlamentarios que cuenten 
con la mayoría de legisladores; ningún grupo parlamentario, coalición o 
asociación podrá ejercer la Presidencia en dos ocasiones.

Un largo artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de 
México recoge, en veintitrés fracciones, las atribuciones de este órgano par-
lamentario, además de las que le atribuyen otros ordenamientos en la ma-
teria, entre las que encontramos las siguientes: 1) acordar la celebración de 
sesiones públicas y elaborar la agenda de los asuntos políticos y de trámite 
que se tratarán en éstas; 2) acordar con la Mesa Directiva durante los re-
cesos, la convocatoria a sesión o periodos extraordinarios; 3) analizar y 
en su caso aprobar el informe de ejecución presupuestal que reciba de la 
Coordinación de Servicios Parlamentarios, en donde se establezca el esta-
do que guardan las finanzas del Congreso; 4) aprobar el anteproyecto del 
presupuesto anual del Congreso; 5) asignar, de conformidad con la Ley y 
el Reglamento del Congreso, los recursos humanos, materiales y financie-
ros, así como los locales que correspondan a los grupos parlamentarios; 
6) conocer y resolver, en los recesos, sobre las solicitudes de licencia que 
le sean presentadas por los legisladores; 7) coordinarse con la presidencia 
de la Mesa Directiva para la programación de los trabajos de los perio- 
dos de sesiones; 8) convocar a sesiones extraordinarias de conformidad con 
lo establecido por la Ley Orgánica y el Reglamento; 9) convocar durante 
los recesos a sesión extraordinaria, para efecto de que el Congreso califi-
que las causas de la renuncia de la Jefatura de Gobierno, la cual sólo podrá 
aceptarse por causas graves; 10) conceder, en su caso, las licencias que la 
Jefatura de Gobierno solicite y designe, en caso de falta absoluta por cual-
quier otra causa, a sustituto que termine el encargo, en los términos que 
establezca la Constitución local; 11) designar delegaciones para atender la 
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celebración de reuniones interparlamentarias con órganos nacionales de 
representación popular de otros países o de carácter multilateral; con res-
pecto a estas reuniones, en los recesos, la Junta podrá hacer la designación 
a propuesta de su presidencia; 12) designar o suspender provisionalmente 
al titular de la Auditoría Superior de la Ciudad de México, en términos de 
lo dispuesto por la Ley de Fiscalización Superior de la Ciudad de México; 
13) elaborar y proponer a la Conferencia el anteproyecto de la parte re-
lativa del Reglamento por el cual se normará el Servicio Parlamentario 
de Carrera, a efecto de que lo considere para la redacción del proyec-
to de dicho instrumento normativo;100 14) impulsar la conformación de 
acuerdos relacionados con el contenido de las agendas presentadas por 
los distintos grupos parlamentarios y con el contenido de las propuestas 
o iniciativas que requieran de su votación en el Pleno a fin de agilizar el 
trabajo legislativo; 15) presentar a la Mesa Directiva y al Pleno, el proyec-
to de puntos de acuerdo, pronunciamientos y declaraciones del Congreso 
que entrañen una posición política del órgano colegiado; 16) proponer un 
órgano técnico que se encargará de asesoría y opinión técnico-jurídica, 
para facilitar los trabajos de estudio de las iniciativas y de los asuntos tur-
nados, por la Mesa Directiva, a las comisiones o comités; 17) proponer al 
Pleno la integración de la Comisión Permanente, comisiones y comités, con 
el señalamiento de la conformación de sus respectivas juntas directivas, a 
más tardar en la tercera sesión ordinaria del primer periodo de sesiones 
del primer año de la Legislatura; 18) proponer al Pleno el nombramiento 
para la designación de los servidores públicos del Congreso, para quienes 
no se establezca otro método de designación; 19) proponer a la persona 
titular del Canal de Televisión del Congreso; 20) proponer el Proyecto y el 
Programa Operativo de presupuesto anual del Congreso para su discusión 
y aprobación en el Pleno; 21) recibir dentro de los diez primeros días de 
junio la cuenta pública del año anterior; 22) suscribir acuerdos relativos a 
los asuntos que se desahoguen en el Pleno; 23) sustituir a sus integrantes y 
someterlos a la ratificación del Pleno del Congreso.

Los legisladores independientes o sin partido podrán asistir a las reunio-
nes de la Junta, contando con derecho a voz, pero sin voto, en las determi-
naciones que se tomen, previa autorización del Congreso (entendemos que 
del Pleno).

De manera individual, a la Presidencia de la Junta de Coordinación 
Política le corresponderá: a) convocar, presidir y conducir las reuniones 

100		  Aquí es oportuno advertir que aún no existe en el Congreso local un reglamento para 
el servicio parlamentario de carrera, lo que constituye un gran equívoco de este novel Con-
greso. Más adelante abordaremos el tema.
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de trabajo que celebre; b) poner a consideración de la Conferencia para 
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos los criterios para la 
elaboración del programa de cada periodo de sesiones, teniendo como 
base la agenda presentada por los diferentes grupos parlamentarios, el ca-
lendario para su desahogo y los puntos del orden del día de las sesiones 
del Pleno; c) velar por el cumplimiento de las decisiones y acuerdos que se 
adopten; d) acordar con la o el titular de la Coordinación de Comunicación 
Social los asuntos que le competen; e) disponer la elaboración del antepro-
yecto de presupuesto anual; f) otorgar y revocar poderes generales y espe-
ciales para pleitos y cobranzas a los servidores públicos de las unidades ad-
ministrativas del Congreso; g) las demás que se deriven de la Ley Orgánica 
y del Reglamento del Congreso de la capital y las que le sean conferidas 
por la propia Junta.

10. Conferencia para la Dirección y Programación 
de los Trabajos Legislativos

Al igual que en la Cámara de Diputados, no así en el Senado de la Re-
pública, el legislador capitalino introdujo una forma de trabajo que no es 
estrictamente un órgano, sino la suma de dos órganos parlamentarios para 
la organización del trabajo legislativo, y cuya Presidencia la ejerce el presi-
dente del Congreso.

La Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Le-
gislativos se integra, como hemos dicho, por la Presidencia del Congreso y 
los integrantes de la Junta de Coordinación Política; a sus reuniones podrán 
ser convocadas las presidencias de las comisiones, cuando exista un asunto 
de su competencia. Como secretario de la Conferencia actuará el titular de 
la Coordinación de Servicios Parlamentarios, quien asistirá a las reuniones 
con voz, pero sin voto; preparará los documentos necesarios, levantará el 
acta correspondiente y llevará el registro de los acuerdos.

La Conferencia deberá quedar integrada a más tardar al día siguiente 
de que se haya constituido la Junta. Se reunirá por lo menos cada quince 
días en periodos de sesiones y cuando así lo determine durante los rece-
sos; en ambos casos, a convocatoria de su Presidencia o a solicitud de los 
coordinadores de por lo menos tres grupos parlamentarios. La Conferencia 
adoptará sus resoluciones por mayoría de los coordinadores de los grupos 
parlamentarios, y la Presidencia de la Conferencia sólo votará en caso de 
empate; a ésta le corresponderá supervisar el cumplimiento de sus acuerdos 
por parte de la Coordinación de Servicios Parlamentarios.
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Al igual que la Conferencia de la Cámara de Diputados del Congreso 
Federal, dos son, a mi juicio, las funciones más importantes de la Conferen-
cia en estudio, a saber: 1) establecer el programa legislativo de los periodos 
de sesiones, teniendo como base las agendas presentadas por los grupos 
parlamentarios, el calendario para su desahogo, la integración básica del or-
den del día de cada sesión, así como las formas que seguirán los debates, las 
discusiones y deliberaciones; 2) impulsar el trabajo de las comisiones para la 
elaboración y el cumplimiento de los programas legislativos.101

Sobre el tema y los mecanismos para evaluar los trabajos de las comisio-
nes nos remitimos a nuestros estudios sobre el particular.102

11. Comisiones y comités

Las comisiones y comités son órganos que han sido una constante desde 
la Asamblea de Representantes, pasando por la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, hasta llegar al actual Congreso de la Ciudad de México, y 
a los que se les ha denominado siempre igual.

Según su etimología, el término “comisión” proviene del latín comittere, 
que significa encargar o encomendar algo a otro; aplicando este concepto al 
ámbito del derecho parlamentario, y concretamente del Congreso capita-
lino, es fácil inferir que las comisiones son órganos designados por el Pleno 
de dicha Asamblea para el desarrollo de un trabajo en particular; es decir, 
son los órganos parlamentarios en los que descansa el trabajo. En suma, se 
trata de órganos colegiados y plurales (es decir, que reflejan generalmente la 
composición de la cámara que las crea) que derivan de un acto de creación 
del Pleno, las cuales poseen una voluntad propia e independiente, sujeta, 
acaso, al control y aprobación del órgano principal, que en este caso sería 
la Asamblea plenaria.

El objetivo principal de estos órganos internos de las cámaras es agi-
lizar los procedimientos legislativos; porque no es lo mismo que debatan, 
acuerden o trabajen, todos los miembros de una cámara o de un Congreso, 

101		  La Ley Orgánica le atribuye, también, otras dos, que son: proponer al Pleno el pro-
yecto de reglamento que regirá la organización y el funcionamiento de la vida interna del 
Congreso y demás unidades, así como lo relativo a los servicios de carrera, en los términos 
previstos en la presente Ley y su Reglamento, así como las demás que se derivan de su Ley 
Orgánica y su Reglamento y demás ordenamientos relativos.

102		  “¿Cómo evaluar el trabajo de las comisiones parlamentarias de la Cámara de 
Diputados? Un ejemplo de la LVIII Legislatura”, en Béjar Algazi, Luisa, Qué hacen los legis-
ladores en México. El trabajo en comisiones, México, Miguel Ángel Porrúa-UNAM-Congreso del 
Estado Libre y Soberano de México, 2009, pp. 17-63.



132 CECILIA MORA-DONATTO

como es el caso, que un grupo más reducido y especializado en los temas 
concretos que se tratan en cada comisión; lo anterior trae como resultado la 
especialización de los comisionados, ya sea porque cuentan con una prepa-
ración previa, en razón de sus estudios o profesiones, o bien porque el traba-
jo recurrente y el tiempo dedicado a los mismos temas les permite alcanzar 
dicha especialización por medio de la práctica.

Derivado de lo anterior, es, también, fácil entender que en los parla-
mentos modernos pueden existir diversos tipos de comisiones, de tal manera 
que los reglamentos respectivos pueden establecer comisiones permanentes, 
especiales, mixtas, conjuntas, temporales, entre otras. En este contexto, la 
Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México las reconoce como 
órganos internos de organización, integradas por los legisladores, constitui-
das por el Pleno, que tienen por objeto el estudio, el análisis y la elaboración 
de dictámenes, comunicaciones, informes, opiniones, resoluciones y acuer-
dos que contribuyen al mejor y más expedito desempeño de las funciones 
legislativas, políticas, administrativas, de fiscalización, de investigación y de 
cumplimiento de las atribuciones constitucionales y legales del Congreso 
dentro del procedimiento legislativo.

La Ley Orgánica autoriza al Congreso de la capital a constituir el 
número de comisiones ordinarias y especiales que requiera para el cumpli-
miento de sus funciones y atribuciones, las cuales se integrarán proporcio-
nalmente al número de legisladores que acuerde la Junta de Coordinación 
Política, sin que pueda exceder de nueve el número de sus integrantes, ni 
menor de cinco, salvo que dicha Junta acuerde por excepción y de manera 
justificada una integración diferente. Una excepción, como también sucede 
en la Cámara de Diputados federal, lo constituye la Comisión de Presupues-
to, que podrá tener un número mayor de diez integrantes a efecto de que 
estén representados todos los grupos parlamentarios.

Corresponderá, como hemos señalado, a la Junta de Coordinación Po-
lítica hacer la propuesta para la composición e integración de las juntas 
directivas de las comisiones, en la que deberá observar la representativi-
dad de cada grupo parlamentario. Todos los grupos de esta naturaleza con 
representación en el Congreso tendrán derecho a al menos una presidencia 
de comisión.

Las comisiones funcionan de manera colegiada, respondiendo a la 
búsqueda del equilibrio en cuanto a la representación de todos los grupos 
parlamentarios y de los legisladores independientes, así como a los perfiles y 
antecedentes de los legisladores.

Para remover temporal o definitivamente de las comisiones a algún le-
gislador, se requiere que lo solicite la presidencia de la comisión o, en su 
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caso, la vicepresidencia de ésta, y que envíen un acuerdo aprobado por la 
mayoría de sus integrantes al Pleno para su aprobación por mayoría de los 
legisladores presentes, debiéndose designar de la misma forma al diputado 
que ocupará esa posición.

De conformidad con el artículo 70 de la Ley Orgánica, los tipos de co-
misiones son de: a) análisis y dictamen; b) cortesía; c) investigación; d) espe-
cial, y e) jurisdiccional.

Aunque no las menciona en el anterior precepto, el artículo 72 seña-
la, casi con la misma redacción que el artículo 39, párrafo 3, de la Ley 
Orgánica del Congreso Federal, para el caso de la Cámara de Diputados, 
que las comisiones ordinarias tienen a su cargo tareas de análisis, dictamen, 
información y control evaluatorio.

A este tipo de comisiones la Ley Orgánica les encarga las tareas espe-
cíficas siguientes: 1) dictaminar, atender o resolver las iniciativas, proyectos 
y proposiciones turnados a las mismas; 2) elaborar su programa anual de 
trabajo; 3) enviar su informe anual de actividades a la Mesa Directiva; 
4) impulsar y realizar estudios y proyectos de investigación que versen sobre 
las materias de su competencia; 5) invitar a los o las titulares de las distin-
tas dependencias o entidades locales o de las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad en los casos en que su comparecencia sea necesaria para el 
adecuado desempeño de sus atribuciones; 6) participar en la evaluación de 
los ramos de la actividad pública local que correspondan a sus atribuciones, 
respetando en todo momento el principio de división de poderes, mediante 
la presentación de informes y la participación en los procesos de glosa del 
informe y presupuestación de la Ciudad; 7) presentar por lo menos una vez 
al año, un proyecto de investigación al Instituto de Investigaciones Legisla-
tivas, con excepción de aquellas que por la carga de trabajo103 no estén en 
condiciones de llevarlo a cabo; 8) realizar las actividades y acuerdos que se 
deriven de la Ley Orgánica, del Reglamento, de los ordenamientos apli-
cables y los que adopten por sí mismas con relación a las materias de su 
competencia, y 9) presentar al Pleno los dictámenes e informes, resultados 
de sus trabajos e investigaciones y demás documentos relativos a los asuntos 
que les son turnados.

Para el caso de las labores de dictaminación y las resoluciones en mate-
ria de planeación urbana y ordenamiento territorial, tomarán en cuenta y 
valorarán los indicadores del Sistema Integral de Información, Diagnóstico, 
Monitoreo y Evaluación del Desarrollo Urbano.

103		  Se considerará carga de trabajo cuando una comisión haya emitido cuando menos 
quince dictámenes en un año legislativo.
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Las comisiones ordinarias serán determinadas por la Ley Orgáncia y 
tendrán correlación con las dependencias de la administración pública. El 
Pleno designará en cada Legislatura las siguientes comisiones ordinarias con 
carácter permanente: 1. Abasto y distribución de alimentos; 2. Administra-
ción pública local; 3. Administración y procuración de justicia; 4. Alcaldías y 
límites territoriales; 5. Asuntos laborales, trabajo y previsión social; 6. Asun-
tos político-electorales; 7. Atención al desarrollo de la niñez; 8. Atención 
especial a víctimas; 9. Ciencia, tecnología e innovación; 10. Derechos cultu-
rales; 11. Deporte; 12. Derechos humanos; 13. Desarrollo e infraestructura 
urbana y vivienda; 14. Desarrollo económico; 15. Desarrollo metropolitano; 
16. Desarrollo rural; 17. Desarrollo social y exigibilidad de derechos sociales; 
18. Educación; 19. Gestión integral del agua; 20. Hacienda; 21. Igualdad 
de género; 22. Juventud; 23. Movilidad sustentable; 24. Normatividad, es-
tudios y prácticas parlamentarios; 25. Participación ciudadana; 26. Planea-
ción del desarrollo; 27. Preservación del medio ambiente, protección ecoló-
gica y cambio climático; 28. Presupuesto y cuenta pública; 29. Protección 
a periodistas; 30. Protección civil y gestión integral de riesgos; 31. Pueblos, 
barrios originarios y comunidades indígenas residentes. 32. Puntos constitu-
cionales e iniciativas ciudadanas; 33. Reconstrucción; 34. Registral notarial 
y tenencia de la tierra; 35. Rendición de cuentas y vigilancia de la Audito-
ría Superior de la Ciudad de México; 36. Salud; 37. Seguridad ciudadana; 
38. Transparencia y combate a la corrupción; 39. Turismo; 40. Uso y apro-
vechamiento del espacio público.

La redacción del artículo 75 de la Ley Orgánica establece: “Las comi-
siones ordinarias de análisis y dictamen”; es decir, todas las enumeradas 
anteriormente, por el artículo 74, son ordinarias, y a ellas les corresponde 
desarrollar dichas actividades.

Este tipo de comisiones tendrán una junta directiva integrada por una 
Presidencia, una vicepresidencia y una secretaría, así como seis integrantes, 
debiéndose reflejar en ella la pluralidad del Congreso. Esto es, cada comi-
sión contará con nueve integrantes, tres pertenecientes a su junta directiva y 
seis integrantes; un número muy elevado para cubrir las cuarenta comisio-
nes ordinarias que establece la Ley Orgánica, entre los 66 legisladores. Para 
cubrir, bajo esa integración, solamente las cuarenta comisiones ordinarias, 
el Congreso de la Ciudad de México tendría que estar integrado por 360 
legisladores, y no por los sesenta y seis que lo componen.

El Congreso de la Ciudad de México cayó, al igual que muchas otras 
asambleas de esta naturaleza en nuestro país, en la insensatez de enumerar 
comisiones sin tener la capacidad de llenar esos órganos de trabajo con los 
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legisladores suficientes para desempeñar diligentemente las funciones de es-
tos órganos tan importantes en los parlamentos modernos.104 En este tipo de 
asambleas, locales o reducidas por su naturaleza, la figura de las ponencias 
o subcomisiones son los instrumentos idoneos para desahogar eficazmente 
en trabajo parlamentario.

Algunas de las reglas más significativas que establece la Ley Orgánica 
para este tipo de órganos, las podemos agrupar de la manera siguiente:

a)	 Los integrantes de las comisiones están obligados a acudir puntual-
mente a sus reuniones, y sólo podrán faltar por causa justificada y 
debidamente comunicada.

b)	 Los legisladores dejarán de ser integrantes de una comisión o comité 
cuando no acudan, sin causa justificada, a tres reuniones consecuti-
vas de dicha comisión o comité. La respectiva presidencia notificará 
a la Junta de Coordinación Política, de quien incurra en este supues-
to para los efectos correspondientes.

c)	 Las comisiones tomarán sus decisiones por mayoría de votos de sus 
integrantes presentes.

d)	 Cuando uno o más integrantes de la Comisión disientan de la 
resolución adoptada mayoritariamente, podrán expresar su parecer 
por escrito firmado como voto particular y lo remitirán a la Presiden-
cia de la Junta Directiva como parte del dictamen respectivo, a fin de 
que sea puesto a consideración del Pleno.

e)	 Las reuniones de trabajo de las comisiones serán públicas, y prefe-
rentemente no deberán sesionar los días que exista sesión del Pleno, 
a menos que se trate de un asunto urgente.

f)	 Las coordinaciones de los grupos parlamentarios a los que pertenez-
can los legisladores integrantes de las comisiones podrán solicitar su 
sustitución temporal o definitiva.

g)	 Las comisiones, previo acuerdo de sus integrantes, a través de su Presi-
dencia, podrán solicitar a los servidores públicos de la administración 
pública u organismos autónomos, la información que precisen para 
el desarrollo de sus trabajos.

h)	 Los dictámenes que elaboren deben hacerse con perspectiva de 
género y estar redactados con un lenguaje claro, preciso, incluyen-

104		  Como sucede, también, en la Cámara de Diputados federal, en caso de que la 
dimensión de algún grupo parlamentario no permita la participación de sus integrantes 
como parte de la totalidad de las comisiones, se dará preferencia a su inclusión en las que 
solicite el coordinador del grupo correspondiente.
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te y no sexista, y se compondrán de cuatro partes fundamenta-
les: preámbulo, antecedentes, considerandos y puntos resolutivos. 
Deberán estar debidamente fundados y motivados, e incluir las mo-
dificaciones que en su caso se hayan realizado y concluir con propo-
siciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación.

i)	 Cuando una comisión no pueda dictaminar dentro del plazo fijado, 
se expondrán a la Mesa Directiva por escrito los motivos, para que 
ésta consulte al Pleno si procede ampliarlo. En caso de negativa res-
pecto de la ampliación, la Presidencia hará una excitativa para que 
se elabore el dictamen, y si pasados cinco días ésta no lo hubiere he-
cho, la Presidencia turnará la iniciativa a la Comisión de Normativi-
dad Legislativa, Estudios y Prácticas Parlamentarios.

Adicionalmente, la Ley Orgánica regula los siguientes tipos de comi-
siones, a las que atribuye tareas específicas: a la Comisión de Normatividad 
Legislativa, Estudios y Prácticas Parlamentarios, con facultades muy pare-
cidas a las de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarios de la Cámara de Diputados federal, le corresponde: a) preparar los 
proyectos de ley o decreto, para adecuar y perfeccionar las normas de las 
actividades legislativas; b) impulsar y realizar los estudios que versen sobre 
disposiciones normativas, regímenes y prácticas parlamentarios, y c) des-
ahogar las consultas respecto de la aplicación, interpretación e integración 
de la Ley Orgánica, del Reglamento y de los usos parlamentarios.

Además de las atribuciones, competencias y facultades que tiene como 
comisión ordinaria, a la de Normatividad Legislativa, Estudios y Prácticas 
Parlamentarios le corresponderá estudiar y dictaminar las propuestas de 
leyes o decretos que no sean materia exclusiva de alguna comisión ordina-
ria. Asimismo, y a solicitud de la comisión dictaminadora, apoyará en el 
análisis de las iniciativas de leyes o decretos y concurrirá a la formación de 
los dictámenes respectivos.

Por otro lado, el legislador local reguló a la Comisión de Rendición de 
Cuentas y Vigilancia de la Auditoría Superior de la Ciudad, que tiene por 
objeto coordinar las relaciones entre el Congreso y la Auditoría Superior, 
evaluar el desempeño de ésta, y ser el enlace que permita garantizar la de-
bida vinculación entre ambos órganos.

En la conformación y funcionamiento de dicha Comisión operan 
los mismos principios de las comisiones ordinarias, y sus competencias 
específicas se desarrollarán conforme a la ley de la materia. Son facultades 
muy parecidas a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la 
Federación, pero para el ámbito de la capital.
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La Ley también estableció la Comisión Jurisdiccional, que en el caso del 
Congreso local funcionará para toda la Legislatura con carácter permanen-
te, y conocerá los casos de juicio político, los casos de remoción, separación, 
pérdida del encargo o cualquier otro análogo que prevean las Constitu-
ciones federal y local, la Ley Orgánica y el Reglamento del Congreso de 
la capital y demás disposiciones aplicables. Dicha Comisión se integrará 
según lo disponga la Junta de Coordinación Política, y deberá reflejar la 
pluralidad y proporcionalidad de los grupos parlamentarios representados 
en el Congreso.

Otro tipo de comisiones que reconoce tanto la Constitución local, en 
su artículo 29, base D, inciso o), como la Ley Orgánica del Congreso de la 
capital, son las comisiones de investigación, que se integran para investigar 
todo asunto que se encuentre relacionado con las dependencias y entida-
des de la administración pública central, desconcentrada, paraestatal y los 
órganos político-administrativos de la Ciudad de México. Se constituyen 
con carácter transitorio, mediante acuerdo de la Junta Coordinación Políti-
ca y aprobación del Pleno del Congreso.

De la lectura anterior puede deducirse que en relación con este tipo de 
comisiones todo queda claro y en armonía entre ambos ordenamientos. Sin 
embargo, hay una primera discrepancia entre ellos, y es que la Constitución 
tambien considera que los organismos constitucionales autónomos pueden 
ser objetos de este tipo de comisiones.

Otra discordancia radica en que la Constitución local señala en el pre-
cepto antes aludido, que se integrarán y apobarán “a solucitud de una cuar-
ta parte de sus miembros”, esto es, 16.5 legisladores podrían solicitar su 
creación. Mientras que la Ley Orgánica del Congreso de la capital señala, 
en su artículo 85, que “a petición de las dos terceras partes de sus integran-
tes”, es decir, de 44 legisladores.

Es preciso armonizar ambos preceptos, y, a nuestro juicio, debe hacerse 
en el sentido que marca la Constitución de la capital, porque si seguimos lo 
establecido por la Ley Orgánica, el número de legisladores que requieren 
para la creación de este tipo de órganos parlamentarios es muy elevado, 
excluyendo, de esta manera, a las comisiones de investigación como instru-
mentos de control parlamentario.

A nuestro juicio, más que órganos, instituciones o dependencias, el ob-
jeto de investigación de este tipo de comisiones debe ser “cualquier asunto 
de interés público”, como desde hace muchos años venimos proponiendo.105

105		  Sobre el particular, véase Las comisiones parlamentarias de investigación como órganos de control 
político, México, UNAM-Cámara de Diputados, LVII-Legislatura, 1998.
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Por otro lado, y de acuerdo con el Reglamento del Congreso capitalino, 
este tipo de comisiones se integrarán por cuando menos trece legisladores, y, 
según señala la citada Ley Orgánica, conocerán específicamente de los he-
chos que hayan motivado su integración, y dejarán de existir cuando hayan 
cumplido el objeto para el cual fueron creadas, o bien por determinación 
del Pleno. Al concluir la investigación, la Comisión presentará un informe 
final al Pleno.

Las comisiones de investigación podrán citar, a través de los órganos in-
ternos competentes del Congreso, a los servidores públicos relacionados con 
los asuntos que hayan motivado su creación e invitar a particulares106 que 
puedan aportar información relevante para el objeto de la investigación.

El legislador local, a pesar de abrir el objeto de investigación de este tipo 
de órganos parlamentarios, dejó pasar una muy buena oportunidad para 
regular a este tipo de comisiones como instrumentos de control parlamen-
tario, conforme a lo señalado por la Constitución, en donde la oposición 
debe jugar un papel relevante, y en donde la posibilidad de crear este tipo 
de comisiones sea una facultad de las minorías.107 Las condena a ser unos 
órganos creados según la voluntad de las mayoría y destina sus trabajos a 
la integración de un simple informe, que deberá —según el Reglamento— 
“ser presentado ante el Pleno, quien deberá hacerlo llegar... a la o el Jefe de 
Gobierno”.

Dicho informe, de acuerdo con el artículo 291 del Reglamento, deberá 
contener por lo menos lo siguiente: a) la relación de los hechos que dieron 
lugar a la constitución de la Comisión de Investigación; b) un listado de las 
reuniones celebradas por la Comisión, la fecha y el asunto abordado; c) un 
listado de toda la información y documentación que se allegó para sustentar 
la conclusión, y d) las conclusiones y, en su caso, las medidas que el Con-
greso, en el ámbito de sus atribuciones, emprenderá o deba emprender con 
motivo de los resultados.

106		  La comparecencia de un particular ante este tipo de comisiones debe reglamentarse, y 
no debe entenderse como una simple invitación, con la finalidad de garantizar sus derechos 
fundamentales. Sobre el tema puede verse Massó Garrote, Marcos Francisco, Poderes y límites 
de la investigación parlamentaria en el derecho constitucional español, Madrid, Congreso de los Dipu-
tados, 2001, pp. 157-199; Gude Fernández, Ana, Las comisiones parlamentarias de investigación, 
Universidad de Santiago de Compostela, 2000, pp. 128 y ss.; Torres Muro, Ignacio, Las co-
misiones parlamentarias de investigación, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
1998, pp. 100 y ss.; Torres Bonet, María, Las comisiones parlamentarias de investigación, instrumentos 
de control parlamentario del gobierno, Madrid, Congreso de los Diputados, 1998, pp. 304-343.

107		  Sobre el particular puede verse nuestro libro Treinta años de investigaciones parlamentarias 
en México (1977-2007) ¿Qué investigaron los diputados federales?, México, UNAM, 2013.
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Urge una buena reforma que armonice ambos ordenamientos, con el 
objetivo de que la Ley Orgánica del Congreso local refuerce el sentido de 
instrumentos de control parlamentario que les dio a las comisiones de inves-
tigación el Constituyente de la Ciudad de México.

Por último, también pueden constituirse en el Congreso capitalino co-
misiones especiales que se integren para tratar asuntos que no sean com-
petencia de las comisiones ordinarias, de investigación o de la Comisión 
Jurisdiccional. El Pleno, a propuesta de la Junta de Coordinación Política, 
podrá aprobar la creación de este tipo de comisiones cuando se estimen ne-
cesarias para hacerse cargo de un asunto específico, cuando la naturaleza o 
la importancia de un tema lo requiera.

El acuerdo mediante el cual se crea una comisión especial debe delimi-
tar su objeto, el número los legisladores integrantes, la duración y la compe-
tencia para efectuar las tareas que se les hayan encomendado, sin que dicha 
comisión pueda trascender la Legislatura en que es creada.

Las comisiones especiales podrán citar, a través de los órganos internos 
competentes del Congreso, a los servidores públicos que, por su trabajo, 
tengan relación con los asuntos que hayan motivado su creación. También 
podrán invitar a particulares que puedan aportar información relevante 
para el trabajo de la comisión.

Una vez satisfecho el objeto de trabajo para el que fueron creadas, las 
comisiones especiales se extinguirán, en ese momento, o al final de la Legis-
latura que las creó. La Coordinación de Servicios Parlamentarios informará 
lo conducente a la Conferencia para la Dirección y Programación de los 
Trabajos legislativos, para los efectos de que haga la declaración de su 
extinción.

Por otra parte, en el Congreso capitalino continúa la tradición de sus 
antecesoras asambleas de Representantes y Legislativa para regular la fi-
gura de los comités como órganos auxiliares internos de carácter adminis-
trativo, integrados por legisladores y constituidos por el Pleno, a propuesta 
de la Junta de Coordinación Política, que tienen por objeto realizar tareas 
específicas y de apoyo a los órganos legislativos, diferentes a las de las comi-
siones; aunque su funcionamiento sea muy parecido al de éstas, las atribu-
ciones y obligaciones de las presidencias de éstos serán las mismas que para 
las presidencias de los comisiones; las decisiones se tomarán por mayoría de 
votos de sus integrantes presentes.

Para integrar el quorum correspondiente en las sesiones de los comités, 
no será tomado en cuenta el número de los legisladores que las coaliciones y 
los grupos parlamentarios hayan omitido nombrar ni el número de los inte-
grantes que omitan asistir a tres sesiones de manera consecutiva.
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Para remover temporal o definitivamente a algún integrante de los co-
mités, se requiere que lo solicite la presidencia del comité o, en su caso, la 
vicepresidencia de éste, y que el acuerdo aprobado por la mayoría de sus 
integrantes se remita al Pleno del Congreso para su aprobación por mayoría 
de los diputados presentes; el diputado que ocupará esa posición deberá de-
signarse de la misma forma.

El Congreso de la Ciudad de México contará, para su funcionamien-
to administrativo, con los comités de: 1) Administración y Capacitación; 
2) Archivo y Bibliotecas; 3) Asuntos Editoriales; 4) Asuntos Internaciona-
les; 5) Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas y Asuntos Interinsti-
tucionales, y 6) Comité del Canal de Televisión del Congreso.

Algunos de estos comités, como puede advertirse, siguen teniendo el 
mismo nombre que utilizaba la Asamblea Legislativa para denominarlos.

V. Organización administrativa, 
de apoyo legislativo y servicio 

parlamentario de carrera

Finalmente, y para concluir el tema de la estructura del Congreso capitalino, 
abordaremos sucintamente dos temas, a saber: el primero, relativo a la orga-
nización administrativa y al apoyo legislativo del Congreso, y el segundo, al 
Servicio Parlamentario de Carrera.

Como sucedía con sus antecesoras, el Congreso de la capital del país 
cuenta con una serie de órganos administrativos y de apoyo parlamentario 
que coadyuvan en las tareas legislativas y de administración. A uno de ellos 
ya nos hemos referido reiteradamente, que es la Coordinación de Servicios 
Parlamentarios; a ésta hay que añadir el Instituto de Investigaciones Legis-
lativas; la Oficialía Mayor; la Tesorería; la Coordinación de Comunicación 
Social y el Canal de Televisión; las unidades de Transparencia y de Estu-
dios de las Finanzas Públicas y el Centro de Estudios para la Igualdad de 
Género. El nombramiento de los titulares de estos órganos serán propuestos 
por la Junta de Coordinación Política y ratificados por el voto de la mayoría 
calificada de los legisladores presentes en la sesión respectiva del Pleno. La 
Junta establecerá los criterios que acrediten tanto la formación profesional 
como la experiencia y las habilidades necesarias para desempeñar el cargo 
correspondiente.

El titular de la Contraloría Interna es nombrado, de conformidad con 
el artículo 500 del Reglamento del Congreso capitalino, por las dos terce-
ras partes de los integrantes del Congreso de entre una terna propuesta 
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por el Comité de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción. En 
caso de que el Congreso de la Ciudad de México rechace la totalidad de la 
terna propuesta, el Comité someterá una nueva, dentro de los treinta días 
siguientes. Si esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la perso-
na que, dentro de dicha terna, sea designada por insaculación de entre sus 
integrantes.

Por último, integran estos órganos técnicos, señalados en el artículo 93 
de la Ley Orgánica, el Consejo Consultivo de Desarrollo Urbano de la Ciu-
dad de México, que es la unidad administrativa, integrada por trece conse-
jeros, de los cuales uno asumirá la presidencia, y el personal administrativo 
indispensable para el desempeño de sus funciones.

Al Consejo Consultivo de Desarrollo Urbano de la Ciudad de México 
le corresponderá realizar las facultades señaladas en la Ley de Desarrollo 
Urbano de la Ciudad de México y demás ordenamientos relativos y aplica-
bles en la materia.

La Ley Orgánica autoriza al Congreso para constituir otras unidades 
administrativas adicionales, distintas a las ya mencionadas, siempre que re-
sulten necesarias para el mejor ejercicio de sus competencias.

Una de las grandes deudas que tienen las asambleas representativas en 
nuestro país (federal y locales) es la relativa al servicio de carrera; la Ley 
Orgánica del Congreso, que aquí analizamos, le denomina “servicio parla-
mentario de carrera”; por su parte, la Ley Orgánica del Congreso Federal 
le llama “servicio civil de carrera”; sea una u otra la denominación, esta-
mos frente al servicio que tiene como objetivo profesionalizar y hacer más 
eficientes los servicios de apoyo parlamentario del Congreso. Se instituye 
—afirma la Ley Orgánica capitalina— con el propósito de profesionalizar y 
garantizar la continuidad integral de los trabajos jurídicos y legislativos, así 
como hacer más eficientes los servicios de apoyo parlamentario del Congre-
so del personal especializado.

Le corresponde a la Coordinación de Servicios Parlamentarios estable-
cer las bases para la planeación, organización, operación y desarrollo del 
servicio parlamentario de carrera del Congreso a través de la elaboración 
de un proyecto de reglamento de dicho servicio y remitirlo a la Junta de 
Coordinación Política, a la que corresponderá elaborar el proyecto de dic-
tamen respectivo, y una vez aprobado por ésta, lo someterá a consideración 
del Pleno para su aprobación.

El Reglamento —señala la Ley Orgánica—, deberá regular miníma-
mente: a) la estructura de cada una de las unidades administrativas que 
integran el Servicio Parlamentario de Carrera del Congreso y sus relaciones 
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de mando y supervisión; b) niveles o rangos propios, diferenciados de los 
cargos y puestos de la estructura orgánica del Congreso; c) procedimientos 
para la permanencia y promoción del personal de carrera, y d) programas 
de actualización y especialización que deben impartirse.

Lo cierto es que aunque la Ley Orgánica lo señale, todavía el Congreso 
de la Ciudad de México no cuenta con un reglamento de esta naturaleza; 
por ello, advertíamos anteriormente que estábamos frente a una materia 
pendiente. Convendría que estas primeras legisalturas pusieran más interés 
en el tema, solicitando a la Coordinación de Servicios Parlamentarios la 
elaboración del proyecto de reglamento que regule al servicio de carrera.

VI. Temporalidad de la legislatura. 
La importancia de la Comisión Permanente

Los órganos parlamentarios desplegarán sus facultades para dar cumplimien-
to a las funciones que el Congreso de la Ciudad de México tiene atribuidas 
por la Constitución local. En el derecho mexicano, las legislaturas compren-
den tres años; en el caso del Congreso capitalino, los periodos ordinarios de 
sesiones serán dos. El primero comprenderá del 1o. de septiembre de cada 
año y culminará el 15 de diciembre del mismo año, excepto cuando el titular 
del Ejecutivo local inicie su encargo, en cuyo caso podrá extenderse hasta el 
31 de diciembre de ese mismo año. Por otra parte, el segundo periodo dará 
inicio el 1o. de febrero de cada año y culminará el 31 de mayo del mismo.

Es preciso advertir que durante estos periodos el Congreso sesionará 
preferentemente en Pleno, pero durante los recesos las protagonista son, o 
deben ser, las comisiones parlamentarias dedicadas a preparar los dictáme-
nes que serán sometidos a la aprobación de toda la asamblea.

En este contexto, y antes de abordar las funciones del Poder Legislativo 
de la Ciudad de México, es oportuno hacer mención de un órgano parla-
mentario al que de manera velada ya hemos hecho referencia en las líneas 
precedentes; nos referimos a ese órgano regulado constitucionalmente que 
es la Comisión Permanente. Este órgano parlamentario reconocido por la 
Constitución local está previsto que actúe durante los recesos del Congreso, 
siendo la propia Constitución de la Ciudad de México la que establece el nú-
mero de sus integrantes; el artículo 31 señala que la Comisión Permanente 
estará conformada por el 20% de los integrantes del Congreso de la Ciudad 
de México, además de un sustituto por cada integrante; esto es, trece legisla-
dores integrarán de manera proporcional dicha Comisión, es decir, confor-
me al número que cada grupo parlamentario posea en el Pleno.
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El día que se decrete el periodo de receso del Congreso de la Ciudad de 
México, el Pleno nombrará a la Comisión Permanente y a su Mesa Direc-
tiva, que deberá instalarse inmediatamente y funcionar hasta el reinicio del 
periodo ordinario.

Sesionará, reiteramos, en los recesos del Congreso con el objetivo de 
desahogar proposiciones y comunicaciones; turnar las iniciativas y mocio-
nes a los órganos correspondientes, así como para tomar protesta a funcio-
narios, en los casos que determinen la Constitución y las leyes; autorizar, en 
su caso, viajes al extranjero a la Jefatura de Gobierno, aprobar solicitudes 
de licencia de los legisladores y tomar protesta a los suplentes. No podrá 
desahogar dictámenes de mociones, leyes, decretos ni hacer designaciones.

Las sesiones de la Comisión Permanente tendrán lugar por lo menos 
una vez a la semana, en los días y horas que determine su mesa directiva. Si 
hubiera necesidad de celebrar otras sesiones fuera de los días establecidos, 
se llevará a cabo previa convocatoria de la Presidencia. Para que este órga-
no sesione, se requerirá de la asistencia de por lo menos la mitad más uno 
de sus integrantes. En el caso de que no se reúna el quorum necesario para se-
sionar, la Presidencia citará de nuevo a sesión, dentro de esa misma semana; 
en este caso la sesión se podrá iniciar con la asistencia de los legisladores que 
se encuentren en ese momento. Sus sesiones serán públicas, excepto cuando 
en ellas se traten asuntos que, por acuerdo de la mayoría, se consideren que 
se deban tratar en sesión privada.

La Comisión Permanente adoptará sus resoluciones por la mayoría de 
votos de los legisladores presentes. De cada sesión se levantará el acta res-
pectiva; para ello tendrá el apoyo de la Coordinación de Servicios Parla-
mentarios.

El último día de su ejercicio, la Comisión Permanente deberá integrar 
un inventario que contenga las memorias, oficios, comunicaciones y otros 
documentos que haya recibido durante el receso del Congreso. El día si-
guiente al de la apertura del periodo de sesiones ordinarias, la Comisión 
Permanente remitirá por conducto de su Presidencia a la Junta de Coordi-
nación Política, un informe108 sobre todos los asuntos desahogados y dicho 
inventario, con la finalidad de que el Congreso proceda a su conocimiento 
y desahogo.

Además de las competencias que la Constitución local le atribuye a la 
Comisión Permanente, y a las que aludimos anteriormente, la Ley Orgá-

108		  El informe deberá ser entregado de manera impresa y por medio electrónico, 
magnético, óptico u otros, y deberá ser publicado en la página oficial de Internet del Congre-
so a más tardar cinco días hábiles después de finalizado el periodo de sesiones de la Comisión 
Permanente.
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nica le adjudica las facultades siguientes: 1) aprobar, a solicitud de la Junta 
de Coordinación Política, los cambios en la integración de las comisiones 
y comités, durante los recesos del Congreso; 2) aprobar las prórrogas que 
le soliciten las comisiones dictaminadoras y rectificación de turnos de los 
asuntos que sean de su competencia, con la excepción de los que tengan 
que ver con iniciativas de ley; 3) citar, a través de la Junta de Coordinación 
Política, a comparecer a los servidores públicos de la administración pública 
en los casos que así lo acuerden la mayoría sus integrantes; 4) comunicarse 
con los otros órganos locales de gobierno, los organismos autónomos locales 
y federales, los poderes de la Unión, las autoridades o poderes de las enti-
dades federativas, por conducto de su Mesa Directiva; 5) conocer de las 
comunicaciones de los órganos de gobierno; 6) conocer de las comunicacio-
nes de los poderes de la Unión u órganos legislativos locales; 7) conocer de 
las sustituciones que en su caso se presenten respecto de las y los diputados 
integrantes de la Junta; 8) conocer de los comunicados de los legisladores 
y de los grupos parlamentarios, así como de los pronunciamientos, pro-
puestas, dictámenes y denuncias que no comprendan la aprobación, refor-
ma, derogación o abrogación de leyes y decretos; 9) conocer y desahogar 
los asuntos que no sean competencia exclusiva del Pleno o de la Junta de 
Coordinación Política; 10) conocer cuando los legisladores sean separados 
de su encargo o soliciten licencia, y, en su caso, citar a los suplentes para 
que rindan la protesta de ley correspondiente; 11) conocer y, en su caso, 
conceder licencia por hasta sesenta días naturales a la titular de la Jefatura 
de Gobierno de la Ciudad de México; 12) ratificar los nombramientos que 
haga la Junta Coordinación Política, del encargado del despacho en caso de 
ausencia de alguna de las personas titulares de la Oficialía Mayor, Tesorería, 
Coordinación de Comunicación Social, el Instituto de Investigaciones Le-
gislativas, la Unidad de Estudios de Finanzas Públicas, la Coordinación de 
Servicios Parlamentarios, del Canal de Televisión, de la Unidad de Trans-
parencia, así como del Centro de Estudios Legislativos para la Igualdad de 
Género; 13) recibir y dar cuenta con comunicaciones de los legisladores, las 
comisiones, los comités y cualquier otro órgano dentro del Congreso, así 
como las remitidas por autoridades federales, estatales y municipales, y de 
los órganos autónomos locales y federales; 14) recibir, discutir y, en su caso, 
aprobar las proposiciones y acuerdos presentados por los legisladores; 15) ser 
órgano deliberativo del Congreso; 16) velar por el respeto de las prerroga-
tivas de los legisladores y por la salvaguarda a la inviolabilidad del recinto.

La Comisión Permanente acordará por mayoría relativa la convocato-
ria del Congreso de la Ciudad de México para el desahogo de los periodos 
extraordinarios. Dicha convocatoria deberá señalar el objeto de los mismos.
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Una vez que hemos abordado los temas relacionados con la estructura 
del Congreso de la Ciudad de México, podemos advertir que estamos frente 
a una figura muy diferente a la Asamblea de Representantes creada en los 
años setenta, incluso distinta a su antecesora la Asamblea Legisaltiva, am-
bas del Distrito Federal; pero tampoco se trata de un órgano exactamente 
igual a un Congreso de otra entidad federativa, ya que todavía existen algu-
nas funciones mediatizadas que impiden aludirle como un poder legislativo 
local a plenitud.

VII. Principales procedimientos parlamentarios

No es nuestra intención abordar exhaustivamente todos los procedimientos 
que la Constitución local y la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de 
México le atribuye a dicha asamblea; simplemente queremos destacar los 
principales procedimientos parlamentarios, no los únicos, que consideramos 
más relevantes, y que darán muestra de los cambios experimentados por este 
órgano de representación capitalina. En primer lugar, abordaremos al proce-
dimiento legislativo, siguendo con las facultades de control, para concluir con 
las funciones presupuestarias o financieras.

Las facultades que la Constituticón local otorga al Congreso de la Ciu-
dad de México las enumera en dieciocho fracciones ese largo artículo 29, 
base D, que bajo el subtítulo “De las competencias del Congreso de la Ciu-
dad de México” empieza señalando: “El Congreso de la Ciudad de Méxi-
co tendrá las siguientes competencias legislativas…”, y enumera dieciocho 
incisos. Resulta evidente, de la simple lectura, que entre esas más de quin-
ce competencias no sólo hay facultades legislativas, sino también de otra 
índole, como de control o hacendarias; en cualquier caso, todas podrían 
ser denominadas “facultades de control parlamentario”, en donde sí podría 
incluirse a las facultades legislativas, pero no al revés; por ello, nosotros las 
organizaremos de la manera siguiente:

Facultades legislativas a) Expedir y reformar las leyes aplicables a la Ciudad de 
México en las materias conferidas al ámbito local, por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
las que se ejerzan facultades concurrentes, coincidentes o 
de coordinación con los poderes federales y las que no estén 
reservadas a la Federación, así como las que deriven del 
cumplimiento de los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos y todas aquellas que sean necesarias, a 
objeto de hacer efectivas las facultades concedidas a las au-
toridades de la Ciudad;
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b) Legislar sobre los poderes de la Ciudad y las alcaldías en 
cuerpos normativos que tendrán el carácter de leyes cons-
titucionales. La ley reglamentaria en materia de derechos 
humanos y sus garantías tendrá el mismo carácter;
c) Iniciar leyes y decretos ante el Congreso de la Unión en 
los términos previstos por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos;
f) Expedir las disposiciones legales para organizar la ha-
cienda pública, la entidad de fiscalización, el presupuesto 
y el gasto público de la Ciudad en los términos de lo dis-
puesto por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y esta Constitución;
i) Aprobar y reformar la ley constitucional del Congreso 
de la Ciudad de México y las normas que rigen su vida 
interior; incluyendo la garantía de los derechos humanos y 
laborales de sus personas trabajadoras;
g) Examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de In-
gresos;
e) Designar a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, 
en el caso de falta absoluta, en los términos previstos por 
esta Constitución;

Facultades de control k) Solicitar información por escrito, a través del Pleno o co-
misiones, y llamar a comparecer a la persona titular de la 
Jefatura de Gobierno, a las y los titulares de las secretarías 
del gabinete, de las dependencias, entidades u organismos 
autónomos y de las alcaldías para informar sobre asuntos 
de su competencia, así como participar en la discusión de 
los informes periódicos de los mismos que contemple esta 
Constitución. Las personas servidoras públicas tendrán 
la obligación de proporcionar información al Congreso 
de la Ciudad de México en los términos de la Ley; si no 
lo hicieren, estarán sujetos a las responsabilidades que la 
misma establezca;
l) Analizar y aprobar las disposiciones e instrumentos en 
materia de planeación y ordenamiento territorial en los 
términos establecidos por esta Constitución y las leyes;
n) Autorizar las salidas oficiales del territorio nacional de 
la persona titular de la Jefatura de Gobierno, quien deberá 
informar y hacer públicas las actividades realizadas, en un 
periodo no mayor a quince días naturales posteriores a su 
regreso al país;
o) Aprobar e integrar a solicitud de una cuarta parte de 
sus miembros, comisiones para investigar el funciona-
miento y la gestión de las dependencias y entidades de la 
administración pública o los organismos constitucionales 
autónomos. Las comisiones podrán realizar audiencias y 
comparecencias en los términos que establezca la Ley. Sus 
resultados serán públicos;
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Facultades presupuestarias g) Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupues-
to de Egresos, aprobando primero las contribuciones, así 
como otros ingresos necesarios para financiar el gasto;
h) Revisar la cuenta pública del año anterior por conducto 
de su entidad de fiscalización en los términos previstos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
esta Constitución y las leyes en la materia
m) Aprobar su presupuesto sujetándose a las disposiciones 
de austeridad y políticas de racionalidad del gasto público 
que establezca la ley. El monto anual no podrá ser mayor 
al cero punto ocho por ciento del Presupuesto de Egresos 
de la Ciudad; y el incremento del presupuesto anual que 
solicite y apruebe, no podrá ser superior a la inflación del 
ejercicio que concluye, de conformidad con los datos que 
publique la autoridad competente.

Participación en el
Constituyente Permnente

d) Aprobar o rechazar las reformas a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos remitidas por el 
Congreso de la Unión. 

Adicionalmente, el precepto señala, también, como competencias del 
Congreso de la capital, los incisos p) elaborar un sistema de evaluación de 
resultados de su trabajo legislativo, así como su impacto en la sociedad. Di-
cho sistema deberá presentar sus resultados anualmente, los cuales deberán 
ser difundidos bajo los principios de transparencia y rendición de cuentas, 
y q) promover la conformación del Parlamento Metropolitano, así como las 
demás que establezcan la Constitución y las leyes.

Con base en las anteriores competencias que la Constitución le otorga 
al Congreso, la Ley Orgánica, en un extenso artículo 13, las desarrolla en 
ciento dieciocho fracciones. Nosotros tomaremos como ejes rectores de las 
funciones del Congreso las señaladas por la Constitución capitalina, e ire-
mos agregando aquellas establecidas en la norma secundaria que conside-
remos relevantes.

1. Procedimiento legislativo

La función legislativa es la creadora del derecho, una función atribuida 
a los parlamentos, por ser los órganos que expresan la voluntad popular a 
través, justamente, de las normas generales que aprueban. El concepto de 
ley como expresión de la voluntad institucional del Parlamento se caracteri-
za frente a las demás formas de producción normativa por un procedimien-
to especialmente calificado y por la intervención de órganos cualificados. 
El Congreso de la Ciudad de México en cuanto institución representativa 
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se diferencia de otras en que su legitimidad es más amplia, pues se trata de 
un órgano electo, colectivo y plural, en el que no sólo está representada la 
mayoría, sino que, además, tiene la representación de las distintas fuerzas 
políticas, reflejo del pluralismo democrático. La ley es, sin duda, portadora 
de esa legitimidad; su vinculación popular a través de la representación de 
los legisladores le da la autoridad de asumir las decisiones en nombre de sus 
representados, esto es, del pueblo.

Por virtud del procedimiento legislativo, la ley no es una imposición del 
Estado a la sociedad, sino que, como sostenía Rousseau, el autor y el destina-
tario de la ley son la misma persona. Esta visión parte de la convicción de que 
el gobierno democrático es, efectivamente, el gobierno de la ley, y no de los 
hombres. En este contexto, la claridad de las leyes y su correcta redacción son 
una exigencia, también, del Estado democrático; si una ley es correctamente 
elaborada, contribuirá no sólo a la armonía del ordenamiento jurídico, sino 
también al cumplimiento de la misma ley por parte de los ciudadanos. A par-
tir de los anteriores principios, veamos cómo el Constituyente y el legislador 
de la capital concibieron al procedimiento de creación de las normas con 
rango de ley que se aplicaran en la capital del país.

Para el desarrollo de este subtema seguiremos la forma que hemos veni-
do proponiendo desde hace ya muchos años para dividir la etapas de reali-
zación legal, que son: a) fase de iniciativa; b) fase de discusión y aprobación, 
y c) fase integradora de la eficacia.

2. Fase de iniciativa

El glosario de la Ley Orgánica del Congreso capitalino afirma que la 
iniciativa es el acto jurídico por el cual da inicio el proceso legislativo, con-
sistente en la presentación de un proyecto de ley o decreto. Dicha facultad, 
de acuerdo con la Constitución de la Ciudad, le compete a: 1) la persona ti-
tular de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México; 2) los legisladores 
al Congreso de la Ciudad de México; c) las alcaldías, y 3) al Tribunal Supe-
rior de Justicia de la Ciudad de México y al Tribunal de Justicia Administra-
tiva de la Ciudad de México y los organismos autónomos en las materias de 
su competencia, respectivamente. La Constitución local también permite 
la iniciativa ciudadana,109 una figura de larga data, como hemos visto ante-
riormente, en la regulación del Distrito Federal, cuando se reúnan al menos 

109		  La iniciativa ciudadana no procederá en materia penal, tributaria y en ninguna mate-
ria que contravenga los derechos humanos.
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el cero punto trece por ciento de la lista nominal de electores vigente en 
los términos previstos por la Constitución y las leyes, dicho sea de paso, es 
el mismo número que se exige para la iniciativa ciudadana a nivel federal.

La iniciativa ciudadana puede ser considerada preferente siempre y 
cuando se cumplan los siguientes dos requisitos: a) cuente con al menos el 
cero punto veinticinco por ciento de las firmas de las personas inscritas en la 
lista nominal de electores de la Ciudad, y b) se presente el día de la apertura 
del periodo ordinario de sesiones.

Quien también puede presentar iniciativas preferentes, de acuerdo con 
esta norma fundamental, el día de la apertura del periodo ordinario de se-
siones, es la persona titular de la Jefatura de Gobierno. Los dictámenes de 
ambas iniciativas preferentes deberán ser discutidos y votados por el Pleno 
en un plazo máximo de cuarenta y cinco días naturales; de lo contrario, las 
iniciativas serán discutidas y votadas en sus términos en la siguiente sesión 
del Pleno. Con buen juicio, la Constitución señala que las iniciativas de re-
forma a la Constitución no podrán tener carácter preferente.

El derecho a presentar iniciativas comprende también el derecho a re-
tirarlas, y éste podrá ejercerse sólo por su autor, desde el momento de su 
admisión y hasta antes de que la comisión o comisiones a las que se haya 
turnado el dictaminen. Para lo anterior, deberá así ser solicitado mediante 
escrito firmado por su autor y dirigido a la presidencia de la Junta Directiva 
de que se trate, según sea la etapa parlamentaria en la que se encuentre su 
trámite.

Si la iniciativa hubiera sido presentada a nombre de un grupo parla-
mentario, bastará con que la solicitud de retiro sea realizada por el coordi-
nador.

De conformidad con el artículo 96 del Reglamento del Congreso, to-
das las iniciativas deberán ir de manera impresa y por medio electrónico, 
magnético, óptico u otros. Además, deberán contener una exposición de 
motivos en la cual se funde y motive la propuesta, así como contener los 
siguientes elementos: I. Encabezado o título de la propuesta; II. Plantea-
miento del problema que la iniciativa pretenda resolver; III. Problemática 
desde la perspectiva de género, en su caso; IV. Argumentos que la sustenten; 
V. Fundamento legal, y en su caso sobre su constitucionalidad y convencio-
nalidad; VI. Denominación del proyecto de ley o decreto; VII. Ordenamien-
tos a modificar; VIII. Texto normativo propuesto; IX. Artículos transitorios; 
X. Lugar; XI. Fecha, y XII. Nombre y rúbrica de la o el proponente. El 
legislador local fue muy poco creativo, pues copió exactamente los mismos 
requisitos que el Reglamento de la Cámara de Diputados establece para 
las iniciativas presentadas ante dicha Cámara. Con base en las iniciativas 
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presentadas, se iniciará la siguiente etapa del procedimiento legislativo, que 
es la de discusión y aprobación, que abordaremos a continuación.

3. Fase de discusión y aprobación

A. El turno y sus efectos

En el Congreso de la Ciudad de México, como en la mayor parte de 
estas asambleas, una vez recibida una iniciativa, la Presidencia de la Mesa 
Directiva la turnara a la Comisión que corresponda el estudio en razón 
de la materia que entrañe la iniciativa legislativa. Dicha Presidencia podrá 
turnar los asuntos a una o hasta dos comisiones, para efectos de: a) dicta-
men; b) opinión, o c) conocimiento y atención. El turno podrá implicar la 
realización de una o más de las tareas señaladas anteriormente.

El turno para efectos de dictamen procederá para enviar a la o las co-
misiones ordinarias las iniciativas, las proposiciones con punto de acuerdo 
y otros documentos que, de acuerdo con la ley, requieran de la elaboración 
del dictamen u opinión.

En caso de que el turno sea remitido a dos comisiones, la primera a que 
se haga referencia en el turno indicado por la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva será la encargada de elaborar el proyecto de dictamen en coordinación 
con la co-dictaminadora.

Por otro lado, el turno para efectos de opinión procede para solicitar a 
las comisiones ordinarias y especiales, que coadyuven en la elaboración del 
dictamen, con las que hayan recibido el turno de las iniciativas y las propo-
siciones con punto de acuerdo.

La comisión a la que corresponda opinar deberá remitir su parecer a 
la Comisión Dictaminadora, en un plazo máximo de veinte días, a partir 
de la recepción formal del asunto. La opinión deberá ser aprobada por 
mayoría absoluta de la comisión que la emite. Si vencido el plazo no se hu-
biera formulado la opinión, se entenderá que la comisión respectiva declina 
realizarla. En el caso de la iniciativa preferente, la comisión deberá remitir 
su parecer a la Dictaminadora, en un plazo máximo de siete días naturales; 
de lo contrario, se entenderá su declinación. Las opiniones, como no podía 
ser de otra forma, contribuyen a formar el criterio para la elaboración de 
los dictámenes de las comisiones, pero en ningún caso serán vinculatorias.

El Reglamento del Congreso capitalino señala que un turno se podrá 
modificar para rectificar el envío, y consiste en retirarlo de una comisión 
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para enviarlo a otra, en atención a que de su análisis se desprenda la co-
rrespondencia más idónea, de acuerdo con lo establecido por la ley. La 
ampliación del turno será el envío a otra comisión, en razón de la corres-
pondencia por cuanto a la materia.

La declinatoria de competencia será la solicitud de modificación de tur-
no hecha por la comisión, que presentará a la Presidencia de la Junta Direc-
tiva, a través de escrito dirigido a la Presidencia de la Mesa, que contenga la 
firma de la mayoría de los integrantes de la Junta Directiva, para no conocer 
un asunto determinado, cuando considere que no corresponde a su materia.

La modificación del turno sólo la podrá realizar la Presidencia de la 
Mesa Directiva cuando haya recibido la solicitud del proponente y las jun-
tas directivas, por mayoría, mediante escrito fundado y motivado. Durante 
la sustanciación del procedimiento de rectificación de turno no correrá el 
plazo para emitir un dictamen.

El plazo para solicitar la modificación será de cinco días posteriores al 
turno del asunto, y la Presidencia resolverá lo conducente, y su decisión será 
inatacable. Asimismo, el plazo para resolver la modificación de turno será de 
cinco días, contados a partir de la recepción de la solicitud.

Finalmente, la Presidencia de la Mesa Directiva deberá informar al Ple-
no cuando realice una modificación de turno y enviarlo para su publicación 
en la Gaceta Parlamentaria.

B. El dictamen y su contenido

Una vez turnada la iniciativa a la Comisión, ésta debe dedicar todos 
sus esfuerzos y trabajos para emitir un dictamen, que se sometará al Pleno 
para su aprobación en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días naturales 
contados a partir de la recepción formal del asunto. Un dato curioso que 
establece el Reglamento es la sanción por no emitir el dictamen, al seña-
lar que los legisladores integrantes de la Comisión que no hayan cumplido 
con los tiempos establecidos para la elaboración del dictamen serán sujetos 
de amonestación, previo a ser escuchados por la Mesa Directiva, en los si-
guientes casos: a) los legisladores competentes integrantes de la Junta Direc-
tiva, por no convocar a las sesiones respectivas; b) los legisladores a quienes 
se les hubiera encomendado la elaboración de un proyecto de dictamen y 
no lo hubieran cumplido, y ello fuera determinante para no observar los 
tiempos establecidos para dictaminar, y c) la totalidad de los legisladores 
integrantes de la Comisión.
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Desde luego que el Reglamento regula la posibilidad de ampliar el pla-
zo para dictaminar, el cual sólo se dará en una ocasión, y serán contados a 
partir del día siguiente en que se hubiera cumplido el término. La solicitud 
que realice la Comisión, así como el acuerdo por el que la Mesa Directiva 
resuelva, serán publicados en la Gaceta Parlamentaria.

En caso de negativa respecto de la solicitud de prórroga, la Presidencia 
de la Mesa Directiva hará una excitativa para que se elabore el dictamen, y 
si pasados cinco días de ésta no se hubiera hecho el dictamen, enviará la ini-
ciativa a la Comisión de Normatividad Legislativa, Estudios y Prácticas Par-
lamentarias, consultándole a la Presidencia de dicha Comisión el término 
en que se contará con el dictamen.

Finalmente, hay un artículo del Reglamento que contribuye a entender 
que en los periodos de receso las actividades de las comisiones continúan, 
pues éstas deberán realizar el estudio de los asuntos pendientes hasta resol-
verlos, así como estudiar y dictaminar los asuntos que les sean turnados por 
la Comisión Permanente.110

El dictamen deberá contener los siguientes elementos: 1) nombre de la 
comisión o comisiones que lo presentan; 2) encabezado o título del dicta-
men donde se especifique el asunto objeto del mismo, así como el ordena-
miento u ordenamientos que pretenda crear o modificar, así como el nom-
bre de la o el promovente; 3) número de expediente, asignado por la Mesa 
Directiva; 4) antecedentes del asunto; 5) análisis y estudio de la iniciativa o 
punto de acuerdo; 6) considerandos tomados en cuenta para la aprobación, 
modificación o rechazo de la iniciativa o punto de acuerdo; 7) funda-
mento legal de la competencia de la comisiones para emitir el dictamen; 
8) preámbulo, refiriéndose al contenido del asunto o asuntos, destacando los 
elementos más importantes, entre ellos el planteamiento del problema, así 
como la perspectiva de género, en su caso; 9) antecedentes del procedimien-
to, que contiene los hechos, situaciones o acciones que causan u originan el 
asunto en dictamen; 10) considerandos, refiriéndose al proceso de estudio 
y análisis, señalando las actividades realizadas, como entrevistas, compare-
cencias, audiencias públicas o foros, con el fin de tener mayores elementos 
para dictaminar, así como la fundamentación y motivación de los mismos 
en los ordenamientos aplicables; 11) resolutivos, que expresan el sentido 
del dictamen mediante proposiciones claras y sencillas que se sujetarán a 
votación; 12) proyecto de decreto; 13) denominación del proyecto de ley o 

110		  Los dictámenes que las comisiones envíen a la Mesa Directiva durante el periodo de 
receso para su discusión y votación en el Pleno serán registrados para su desahogo al inicio 
del siguiente periodo ordinario de sesiones, conforme a la programación que acuerde la 
Mesa Directiva.
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decreto; 14) texto normativo que se somete a la consideración del Pleno; 
15) los artículos transitorios, y 16) lista de asistencia de la reunión en que se 
aprobó, a efecto de verificar el quorum.111

C. Aprobación del dictamen por la Comisión 
y los votos particulares

La Comisión, al emitir un dictamen, puede proponer aprobar, modifi-
car, desechar parcial o totalmente una iniciativa. El dictamen es válido sólo 
cuando la Comisión o comisiones discutan un asunto en reunión y éste se 
apruebe por la mayoría de votos; una vez aprobado, deberá ser remitido a la 
Mesa Directiva, con el fin de que sea incluido en la programación legislativa 
para su discusión y, en su caso, aprobación por el Pleno. Un dato importante 
que señala el Reglamento es que los legisladores no podrán cambiar el sen-
tido de su voto plasmado en el dictamen ni retirar su firma.

Por otra parte, y mientras se discute el dictamen en comisión, pueden 
presentarse votos particulares de los legisladores que no están de acuerdo 
con el dictamen aprobado por la mayoría. El Reglamento del Congreso de 
la Ciudad de México, en los mismos términos que el Reglamento de la Cá-
mara de Diputados federal, advierte que el voto particular es un punto de 
vista que disiente del dictamen en lo general, o de uno o varios artículos en 
particular, y puede ser presentado por uno o más integrantes de la comisión 
correspondiente; no obstante que se presenta en comisión, no se discute en 
ésta, sino que se tiene que enviar por escrito a la Coordinación de Servicios 
Parlamentarios, la que enviará, de manera inmediata, una copia a las presi-
dencias tanto de la Mesa Directiva como de la Junta de Coordinación Polí-
tica y de la Comisión Permanente, hasta antes de que el dictamen aprobado 
se remita a la Mesa Directiva, con el fin de sirva para ilustrar la discusión 
en el Pleno.

Si hubiera más de un voto particular, se discutirán en orden decreciente 
atendiendo a la representatividad de los grupos parlamentarios a los que 
pertenezcan los legisladores proponentes del voto.

Siguiendo exactemente la redacción del Reglamento de la Cámara de 
Diputados federal, el Reglamento del Congreso capitalino establece que el 
voto particular deberá contener los siguientes elementos: a) una parte expo-
sitiva conformada por el fundamento jurídico del voto, los antecedentes que 
dan origen a éste y las consideraciones de las o los proponentes para llegar 

111		  Adicionalmente, el Reglamento precisa que todo dictamen será elaborado con pers-
pectiva de género, se redactará con un lenguaje claro, preciso, incluyente y no sexista.
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a dicha determinación; b) una parte integrada por los resolutivos a los que 
han llegado las o los proponentes, ya sean éstas normas o propuestas con-
cretas, y c) las firmas de las y los diputados que exponen el voto particular.

D. Discusión del dictamen en el Pleno 
del Congreso de la Ciudad de México

Una vez que por la Comisión respectiva del Congreso capitalino aprue-
be el dictamen, este se someterá a la discusión y, en su caso, aprobación de 
la asamblea plenaria; la discusión será en lo general y en lo particular, y así 
se votará.

E. Discusión en lo general

La discusión en lo general discurrirá de la siguiente manera: el presi-
dente de la Junta Directiva de la comisión correspondiente expondrá ante el 
Pleno los fundamentos del dictamen por hasta diez minutos; de no hacerlo 
él, podrá fundamentarlo un integrante de la comisión correspondiente. Si 
hubiera un voto particular, su autor o uno de sus autores podrán exponer 
los motivos y el contenido de éste por hasta diez minutos. Después, la presi-
dencia formulará una lista de hasta tres oradores en contra y otra de hasta 
tres a favor. Los oradores expondrán alternadamente en contra y a favor, 
por hasta diez minutos, comenzando por el primero de la lista de interven-
ciones en contra; en caso de no haber oradores en contra, no habrá a favor.

Una vez que hayan intervenido hasta tres oradores en contra y hasta 
tres a favor, la Presidencia preguntará si el asunto se encuentra suficiente-
mente discutido, después de leer la lista de los oradores aún inscritos en am-
bos sentidos. Si el Pleno decide que se encuentra suficientemente discutido 
el asunto, la Presidencia anunciará el inicio de la votación nominal.

También puede suceder que cuando ningún legislador pida la palabra 
para argumentar a favor o en contra del dictamen a discusión, y una vez 
que algún integrante de la Comisión explique los motivos que ésta tuvo para 
dictaminar, se proceda a la votación nominal.

Debemos señalar tres cuestiones importantes antes de exponer la etapa 
de discusión en lo particular: 1) la Presidencia puede preguntar si alguien 
desea razonar su voto; en caso afirmativo, abrirá la lista de oradores por 
hasta cinco minutos; 2) cada vez que se pregunte al Pleno si el punto está 
suficientemente discutido, la Presidencia leerá la lista de los legisladores que 
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hayan solicitado la palabra, y 3) si los oradores no se encuentran en el salón 
de sesiones, perderán su turno.

Cuando un dictamen no se apruebe en lo general, la Presidencia 
consultará al Pleno, en votación económica, si el proyecto se devuelve a la 
Comisión. Si la resolución fuera afirmativa, se devolverá a dicho órgano 
parlamentario para que elabore un nuevo dictamen; si fuera negativa, se 
tendrá por desechado. Las comisiones a las que el Pleno devuelva el dicta-
men para elaboración de uno nuevo dispondrán de veinte días para presen-
tarlo nuevamente.

F. Discusión en lo particular

La discusión en lo particular consiste en debatir y aprobar determina-
dos artículos que fueron reservados para su análisis individual en la discu-
sión en lo general. El objetivo de estas reservas es proponer la modificación, 
adición o eliminación de uno o varios de los preceptos presentados en el 
proyecto de ley. Debemos advertir que esta fase no es para fijar posiciona-
mientos, sino para que los legisladores propongan reformas o modificiacio-
nes a los artículos reservados.

Las reservas tendrán que presentarse por escrito antes del inicio de la 
discusión del dictamen, y se registrarán ante la Coordinación de Servicios 
Parlamentarios, la  que enviará, de manera inmediata, una copia a las pre-
sidencias de la Mesa Directiva y de la Junta de Coordinación Política, salvo 
que se discuta un dictamen como resultado de la modificación al orden del 
día, en cuyo caso las reservas se presentarán en el transcurso de la discusión 
en lo particular.

Los artículos reservados se discutirán de la siguiente manera: el diputa-
do proponente hará uso de la palabra por hasta cinco minutos para exponer 
las razones que las sustenten;112 el presidente formulará una lista de orado-
res a favor y en contra, quienes podrán intervenir por hasta cinco minutos 
cada uno. Después de que hubieran intervenido hasta tres oradores de cada 
lista, el presidente preguntará al Pleno si el asunto se encuentra suficiente-
mente discutido; en caso negativo, continuará la discusión, sólo si hubiera 
oradores inscritos; pero el presidente repetirá la pregunta cuando hubieran 
intervenido un orador más de cada lista, y así en lo sucesivo.

Cuando no hubiera oradores en contra, podrán hablar hasta dos ora-
dores a favor, y, al contrario, cuando no hubiera oradores a favor del ar-

112		  También se podrán discutir varios artículos reservados al mismo tiempo, cuando 
quien haya hecho la reserva lo solicite al presidente.
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tículo incluido en el proyecto, podrán hablar hasta dos oradores en contra, 
y cuando no hubiera oradores inscritos, el presidente ordenará que se pase a 
la discusión del siguiente artículo reservado. Las votaciones sobre cada uno 
de los artículos reservados podrán realizarse al final de la discusión sobre 
la totalidad de los mismos. Una vez declarado suficientemente discutido en 
votación nominal el asunto, se consultará al Pleno si se aprueba.

G. Mociones

En la fase de discusión y aprobación, que venimos analizando, pueden 
presentarse diversos tipos de mociones; éstas son interrupciones que, al dis-
curso de un orador, al trámite por acordar o a la decisión de la Mesa Direc-
tiva, presenta un legislador para diferentes fines y efectos. Por tanto, dentro 
del procedimiento legislativo, y concretamente en la fase de discusión, los 
legisladores tienen derecho para que, sin observar el turno reglamentario, 
dirijan a la Presidencia (en cualquier estado que se encuentre el debate) al-
guna moción. La Presidencia les dará o les negará dicho trámite.

Las mociones pueden ser de diversos tipos según se solicite la interrup-
ción de un discurso; el Reglamento del Congreso capitalino las clasifica de 
la siguiente manera: 1) orden; 2) apego al tema; 3) pregunta a la perso-
na oradora; 4) ilustración al Pleno; 5) rectificación de trámite; 6) alusiones 
personales; 7) rectificación de hechos; 8) discusión y votación por conjun-
to de artículos, y 9) suspensión de la discusión o moción suspensiva en la 
discusión de dictámenes.

H. Fase integradora de la eficacia

Cada decreto de ley aprobado por el Congreso de la Ciudad de México 
será remitido a la Jefatura de Gobierno para su consideración; si está de 
acuerdo con la totalidad del proyecto, procederá a sancionarlo y publicarlo.

Si, por el contrario, tuviera observaciones, las remitirá al Congreso para 
su análisis durante los treinta días naturales a partir de su recepción; una 
vez vencido este plazo, el Ejecutivo local dispondrá de hasta diez días na-
turales para promulgar el decreto. Transcurrido este segundo plazo, el pro-
yecto será ley, y se considerará promulgado, y la Mesa Directiva del Con-
greso contará con un plazo máximo de diez días naturales para ordenar la 
publicación del decreto.

Tras el análisis de las observaciones del Ejecutivo, si el Congreso insis-
tiera en el mismo decreto con la confirmación de dos terceras partes de los 
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presentes, el proyecto será ley. El Congreso lo remitirá al Ejecutivo local, 
que contará con quince días naturales para su promulgación y publicación. 
Si no lo hiciera en este término, se considerará promulgado, y la Mesa Di-
rectiva del Congreso ordenará la publicación del decreto en los siguientes 
diez días naturales.

Dato curioso: la Constitución de la Ciudad de México no contiene una 
fórmula de promulgación de las leyes locales. Por otra parte, debemos se-
ñalar que la Gaceta Oficial de la Ciudad de México es el órgano de difusión de 
los poderes públicos de la capital, y en ésta se concreta la forma en la que 
se dan a conocer a los ciudadanos de la capital las leyes aprobadas por sus 
representantes.

Un dato que merece ser mencionado es el recogido en el apartado 7 
del artículo 30 de la Constitución, que advierte que dentro del Sistema de 
Resultados del Trabajo Legislativo se realizará la evaluación cuantitativa y 
cualitativa de las leyes. El sistema deberá presentar sus resultados anualmen-
te, los cuales deberán ser difundidos bajo los principios de transparencia y 
rendición de cuentas. Será bueno conocer la metodología y el desarrollo de 
este tipo de evaluaciones a nivel local, pues a nivel federal los esfuerzos que 
se han realizado sobre el particular no han prosperado. Es un tema en el 
que nosotros hemos venido insistiendo desde hace muchos años.113

Hasta aquí hemos analizado una de las facultades más importantes de 
todos los parlamentos actuales, como es la función legislativa y los temas 
cercanos a su ejercicio. De esta facultad derivó en el siglo XIX el nom-
bre que le da identidad a este órgano del Estado: “Poder Legislativo”, una 
función que en el ámbito de nuestro incipiente Estado constitucional y de-
mocrático sigue teniendo una gran importancia, aunque en otras latitudes 
empiece a decaer.

No obstante, es preciso advertir que el Congreso de la Ciudad de Mé-
xico está llamado a ser protagonista de esta facultad, y a la regulación que 
aquí hemos analizado le falta mucho para acompañar esa tarea a un Con-
greso, como lo es el de la Ciudad de México, que debe convertirse en refe-
rente del resto de los Congresos del país.

4. Instrumentos de control parlamentario

Para abordar el tema de los instrumentos de control parlamentario que 
el Constituyente consagró como tales en la Constitución de la Ciudad de 
México, partiremos de nuestro concepto de control parlamentario.

113		  Véase nuestra Teoría de la legislación, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2003.
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Nuestro concepto de control parlamentario

En las democracias parlamentarias como formas de Estado, el control 
parlamentario debe ser concebido como un control de tipo político que se 
ejerce a través de todas las actividades parlamentarias, con especial interés 
de las minorías, y cuyo objeto es la fiscalización de la acción general del go-
bierno, lleve o no aparejada una sanción inmediata.

Esta noción de control parlamentario parte de la idea de que también 
en los regímenes presidenciales, como es el caso de nuestro país, hay control 
sobre las actividades de los poderes ejecutivos (federal y locales) por parte de 
los Congresos, incluso, ocurre, además, que en el presidencialismo moderno 
el principio de división de poderes no es ya tan rígido como para impedir la 
creación de una relación fiduciaria, atenuada, si se quiere, a cuyo servicio 
está la función del control que se ejercita a través de todos los procedimien-
tos que desarrollan los Congresos, y porque concibe la responsabilidad po-
lítica difusa como la fiscalización del gobierno, que se manifiesta a partir de 
la libertad de crítica de la oposición parlamentaria que es capaz de transfor-
mar los equilibrios políticos provocando, más que una destitución inmediata 
de los titulares de gobierno, el desgaste de éste. Incluso autores de la talla de 
Manuel Aragón entienden que las minorías deben tener garantizado el dere- 
cho de libre crítica, incluso cuando ésta sea destructiva.114

Concebir así al control parlamentario es entenderlo como un control 
de tipo político, y en cuanto tal su principal característica es ser subjetivo; 
es decir, dicho control no deriva de la existencia de un canon fijo y prede-
terminado de valoración (como sucede con el control jurídico), pues dicha 
valoración descansa en la libre apreciación que realiza el órgano controlan-
te. De esta manera, la apreciación que se haga el Congreso de la acción del 
gobierno puede verse afectada por una situación concreta, las eventualida-
des y/o razones políticas que lo motiven. Pero no solamente lo anterior con-
vierte al control parlamentario en político, sino también lo caracteriza así 
la cualidad de los titulares del control, que son sujetos que se distinguen por 
su condición eminentemente política, por tratarse de miembros que forman 
parte del Congreso, y cuyo interés en desgastar la imagen del gobierno ra-
dica en la idea de contar con un proyecto alternativo que consideran mejor 
para ejercer el gobierno.

De esta manera, se hace evidente el carácter voluntario de este control, 
ya que su realización y desarrollo depende —o debería depender— de la 

114		  Prólogo a Mora Donatto, Cecilia, Las comisiones parlamentarias de investigación como órganos 
de control político, México, UNAM-Cámara de Diputados, LVII-Legislatura, 1998, p. 13.
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voluntad de los miembros que forman la oposición parlamentaria. Este ras-
go de voluntariedad puede convertir al control parlamentario en sucesivo y 
previo, de tal forma que éste pueda recaer sobre actividades ya desarrolla-
das (consumadas) o sobre actividades futuras (proyectos). Debemos subrayar 
además que si de todo control se presume que su ejercicio forma parte de 
su resultado, tratándose del control parlamentario esto se manifiesta más 
claramente, ya que el simple hecho de desplegar este control implica un re-
sultado, que es evidenciar que el ejercicio del poder está siendo fiscalizado 
y controlado.

Por consiguiente, un resultado negativo en el desarrollo de este control 
no lleva necesariamente aparejada una sanción inmediata (salvo que así lo 
disponga una norma); pero ello no disminuye la relevancia de los efectos 
políticos del control; se trata, como sostiene Rubio Llorente, de un control 
cuya eficacia descansa más que en sanciones inmediatas o presentes, en la 
esperanza de sanciones mediatas y futuras que el ejercicio del control podría 
desencadenar.115 De esta manera, lo que persigue el control parlamentario 
no es la destitución o remoción del gobierno, sino fiscalizar y controlar las 
áreas en las que éste interviene, con el objetivo de evidenciar sus errores por 
acción u omisión.

No detallaremos más nuestro concepto de control parlamentario, pues 
lo importante en este apartado es pasar revista a los instrumentos de con-
trol que el legislador puso a disposición de la oposición en el Congreso de 
la Ciudad de México, ya que eso resulta mucho más importante dentro del 
concepto de gobierno equilibrado y de gobernanza en el que participan 
también los parlamentos modernos.

No obstante, antes de analizar los instrumentos de control es pertinente 
hacer dos precisiones: si bien el control parlamentario se ejerce a través de 
todas las actividades del Parlamento, como se señala en el concepto, ello 
no es obstáculo para entender que hay mecanismos y órganos en donde di-
cho control se percibe con una mayor nitidez. Es también oportuno señalar 
que la eficacia que han tenido estos instrumentos en la vida parlamentaria 
de nuestro país, a nivel federal e incluso local, se ha visto mediatizada, por 
un lado, por el fuerte presidencialismo que hemos experimentado durante 
décadas y, también, porque la oposición nunca se ha entendido y asumido 
como tal. Es un buen momento para que la oposición capitalina entienda 
su importancia y actúe en bien de la instauración de un sistema equilibrado 
de poderes en la capital.

115		  Rubio Llorente, Francisco, La forma del poder (estudios sobre la Constitución), Madrid, Cen-
tro de Estudios Constitucionales, 1993, pp. 250 y ss. 
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5. Relaciones entre los poderes Legislativo 
y Ejecutivo en la Ciudad de México

Hay que advertir, antes de empezar a analizar los mecanismos de con-
trol parlamentario en la capital de México, que la Constitución local no re-
gula nada al respecto, sino tan sólo el caso, controvertido, de las comisiones 
de investigación, al que ya nos hemos referido, y algunos de los nombra-
mientos, como veremos a continuación; el resto de las facultades que pue-
den considerarse de control parlamentario están solamente reguladas en la 
Ley Orgánica del Congreso local.

Desde esta perspectiva, el primer instrumento de control parlamen-
tario que nosotros consideramos como tal es el procedimiento legislati-
vo, que ya hemos analizado. Dos son las principales características que 
a nuestro juicio hacen del procedimiento legislativo un instrumento de 
control parlamentario, a saber: 1) la garantía que tiene la oposición de po-
der participar en el procedimiento legislativo, y que la participación esté 
garantizada por la Ley y el Reglamento; esto es, que la participación en 
el procedimiento de creación de normas con rango de ley no se encuen-
tre sujeta a la voluntad de la mayoría parlamentaria, y 2) la publicidad 
que debe darse hacia el exterior del Parlamento de las decisiones que se 
asumen al interior de éste. Esta publicidad, bien utilizada, desencadenará 
una vinculación con el control social, que involucra la participación de la 
ciudadanía en las decisiones del órgano que los representa, propio de las 
democracias modernas.

En el anterior contexto, es conveniente señalar que el capítulo III del 
título primero de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México 
se titula, justamente, “Relación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo”, 
en donde podemos incardinar los mecanismos que venimos analizando; lo 
sorprendente es que dicho capítulo se integra únicamente por un artículo: 
el 21.

Tres son los instrumentos de control que se regulan en dicho precepto, 
a saber: 1) la solicitud de información; 2) las comparecencias ante el Pleno 
o comisiones, y 3) la posibilidad de que la Jefatura de Gobierno de la capital 
proponga la participación de sus funcionarios en reunión extraordinaria de 
comisiones o comités del Congreso para aportar opiniones o información 
sobre un asunto en proceso de dictamen. Veamos a continuación su regu-
lación.
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6. Solicitud de información

Respecto a la solicitud de información, el artículo señala que el Con-
greso podrá solicitar información mediante pregunta parlamentaria al 
Poder Ejecutivo, alcaldías, órganos, dependencias y entidades, los cuales 
contarán con un plazo de treinta días naturales para responder. El Con-
greso contará con treinta días para analizar la información y, en su caso, 
llamar a comparecer ante el Pleno o comisiones, a las personas titulares 
mediante acuerdo aprobado por la mayoría absoluta de éste.

En su apartado final, el precepto establece la posibilidad de que la Je-
fatura de Gobierno pueda proponer la participación de sus funcionarios en 
reunión extraordinaria de comisiones o comités del Congreso para aportar 
opiniones o información sobre un asunto en proceso de dictamen.

Por último, ese mismo artículo establece que los puntos de acuerdo, ex-
hortos o cualesquiera otras solicitudes o declaraciones aprobadas por el Ple-
no o por la Comisión Permanente deberán ser respondidos por los poderes, 
órganos, dependencias, entidades o alcaldías correspondientes en un plazo 
máximo de sesenta días naturales; transcurridos éstos, la Presidencia de la 
Mesa Directiva podrá apercibir por una sola ocasión a la autoridad reque-
rida el cumplimiento de la proposición con punto de acuerdo. La autoridad 
requerida contará con un plazo de cinco días hábiles a partir de que reciba 
la notificación del apercibimiento para atender el requerimiento de origen. 
El incumplimiento de estas disposiciones será motivo de las sanciones pre-
vistas en la Ley de Responsabilidades que corresponda. Con independencia 
del apercibimiento, la Mesa Directiva dará vista a la Contraloría General de 
la Ciudad de México para los efectos legales conducentes.

7. Tipos de comparecencias

La Ley Orgánica del Congreso local, al igual que la del Congreso fe-
deral, reconoce diversos tipos de comparecencias. La primera de ellas 
la ancontramos en el largo artículo 13 de la Ley Orgánica cuando señala 
como una competencia del Congreso, citar a los servidores públicos de la 
administración pública de la Ciudad de México para que informen al Pleno, 
a la Comisión Permanente o a las comisiones cuando se discutan asuntos de 
su competencia.

Por lo que hace a las comparecencias ante el Pleno, el Reglamento del 
Congreso señala que éste podrá citar a los titulares de las siguientes ins-
tituciones: la Jefatura de Gobierno, las secretarías, la Fiscalía General de 
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Justicia, la Comisión de Derechos Humanos, la Secretaría de la Contraloría 
General y las alcaldías, bajo protesta de decir verdad, para que den cuenta 
del estado que guarden sus respectivos ramos y proporcionen información 
cuando se discuta un proyecto de ley o decreto o cuando se estudie un nego-
cio concerniente a sus respectivos ramos o actividades.

La solicitud para que comparezca ante el Pleno alguno de los servido-
res públicos mencionados debe realizarse a través de un escrito fundado 
y motivado ante la Junta de Coordinación Política, la que por acuerdo 
propondrá al Pleno su aprobación. El formato de comparecencias deberá 
contener lo siguiente: a) el día, la hora y el lugar; b) el tiempo que habrá de 
intervenir la o el servidor público, tiempo que no podrá exceder de veinte 
minutos; c) el tiempo de intervención de los legisladores, que no podrá ex-
ceder de diez minutos, y d) el compareciente contará con un máximo de 
diez minutos para contestar en conjunto a los legisladores.

Los servidores públicos que comparezcan ante el Pleno, cuando se trate 
algún asunto relacionado con su ramo, deberán presentar un informe por 
escrito, así como información general útil para el desarrollo de la compare-
cencia, con 72 horas de anticipación a la celebración de la sesión correspon-
diente para su distribución entre los legisladores, salvo los que sean citados 
con extrema urgencia.

Los comparecientes tendrán un tiempo máximo de diez minutos para 
exponer su informe; el mismo tiempo tendrá el legislador que realice su po-
sicionamiento a nombre del grupo o coalición parlamentaria.

Una vez rendido el informe, se procederá a su discusión por los legisla-
dores, quienes podrán formular a la o el servidor público las preguntas que 
estimen convenientes, en una sola ronda, de acuerdo con el formato que para 
tal efecto determinen las comisiones correspondientes.

Otro tipo de comparecencias son las que pueden solicitar las comisiones 
ordinarias para invitar a los titulares de las distintas dependencias o entida-
des locales o de las demarcaciones territoriales de la Ciudad en los casos en 
que su comparecencia sea necesaria para el adecuado desempeño de sus 
atribuciones.116

Los servidores públicos que comparezcan ante una o varias comisiones 
tendrán un tiempo máximo de veinte minutos para exponer su informe;117 
el legislador que presente su posicionamiento y las preguntas que estimen 

116		  Adicionalmente, la Comisión Permanente, por mayoría absoluta de sus integrantes, 
podrá acordar la comparecencia con los servidores públicos de la administración pública, de 
conformidad con el artículo 62 de la Ley Orgánica.

117		  Las comisiones deberán en tiempo y forma distribuir a sus integrantes los informes y 
la información.
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convenientes a nombre del grupo o coalición parlamentaria contará con un 
tiempo máximo de cinco minutos.

Los comparecientes tendrán un tiempo máximo de diez minutos para 
responder las preguntas que realizó el legislador en nombre del grupo o 
coalición parlamentaria en el orden en el que fueron realizados los cues-
tionamientos de acuerdo con el formato que para tal efecto determine la 
comisión correspondiente.118

Antes de concluir este apartado es oportuno señalar que tanto la Ley 
Orgánica como el Reglamento del Congreso de la Ciudad de México fue-
ron elaborados con una pésima técnica normativa; son repetitivos, y en 
ocasiones son incongruentes. ¿Por qué lo señalamos aquí, justamente en el 
tema de las comparecencias? Porque en relación con éstas existen dos sec-
ciones casi con la misma denominación; una en el contexto del capítulo II: 
“De las tareas de las comisiones”, cuya sección séptima solamente cuenta 
con dos artículos (el 254 y el 255), y se denomina “De las comparecencias 
ante las comisiones”. Por otra parte, en el capítulo III: “Del dictamen”, la 
sección sexta, que inicia en el artículo 283 y termina en el 286, y que se 
titula “De las comparecencias en comisiones”, ambos capítulos con sus res-
pectivas secciones forman parte del título sexto, intitulado “De los órganos 
de apoyo y su funcionamiento”.

Sería, desde luego, más fácil, a nuestro juicio, crear dentro de la Ley Or-
gánica un título denominado “De los instrumentos de control parlamentario” 
y un capítulo dedicado a las comparencias, en donde se extablezcan las dife-
rentes formas en las que deben ejercerse este tipo de instrumentos de control.

A nuestro juicio, este galimatías debe entenderse dentro de la elabora-
ción de un dictamen, y este sería otro tipo de comparecencias; las comisio-
nes podrán solicitar comparecencias, entrevistas o conferencias a solicitud 
de uno o más de sus integrantes, con servidores públicos antes señalados, a 
fin de ilustrar su juicio en el despacho de los asuntos que se les encomienden 
y cuando en el seno de la comisión se esté ventilando un asunto relacionado 
con su respectiva competencia.

Las comparecencias que pretendan realizar las comisiones serán por 
conducto de su junta directiva. Corresponderá a la Presidencia notificar a 
los funcionarios las fechas en que deberán comparecer.

118		  “Las comisiones, previo acuerdo de sus integrantes, elaborarán un formato para el de-
sarrollo de las comparecencias en el que constará el día, la hora y el lugar. El formato deberá 
ser conocido por las y los integrantes de la o las comisiones, con veinticuatro horas antes de 
la celebración de la misma, en la que se especificará el orden en que habrán de intervenir, 
respetando la equidad y la igualdad de oportunidades; los tiempos de cada intervención 
serán conforme a lo dispuesto por el presente Reglamento”.
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Los funcionarios que comparezcan ante comisiones protestarán decir 
verdad, estarán obligados a guardar, a cualquiera de los integrantes de las 
comisiones, las atenciones y consideraciones necesarias para el cumplimien-
to de su encomienda, y podrán ser sujetos de interpelación o de pregunta 
parlamentaria.

El formato de las comparecencias,119 entrevistas o conferencias será 
acordado por la Junta Directiva y sometido a votación del Pleno de la 
Comisión, y deberá contener: 1) el día, la hora y el lugar; 2) el tiempo que 
habrá de intervenir el servidor público o las personas expertas que compa-
rezcan, que tengan relación y conocimiento en la materia o asunto que esté 
tratando; el tiempo, que no podrá exceder de diez minutos; 3) el tiempo 
de intervención de los integrantes de la Comisión, respetando la equidad 
y la igualdad de oportunidades; el tiempo, que no podrá exceder de cinco 
minutos; en caso de réplica, ésta se llevará a cabo de la misma forma; o el 
servidor público contará con un máximo de diez minutos para contestar en 
conjunto a los legisladores que lo hayan cuestionado, y 4) por acuerdo de la 
comisiones, podrán intervenir los legisladores que no sean integrantes, pero 
siempre como parte de las intervenciones a que tenga derecho su respectivo 
grupo.

En caso de que la información proporcionada en la comparecencia sea 
insuficiente, o no se hayan satisfecho los cuestionamientos de los legislado-
res, a criterio de la Comisión, y con el acuerdo del Pleno del Congreso, se 
podrá convocar nuevamente al servidor público a una segunda compare-
cencia ante la comisión.

Cuando una o un funcionario de la administración pública comparezca 
ante alguna o algunas de las comisiones del Congreso y, a juicio de ésta, no 
responda satisfactoriamente o evada los cuestionamientos de alguno de los 
legisladores, éstos tendrán el derecho de recibir la respuesta por escrito, a 
más tardar tres días después de la fecha de la comparecencia.

Otras comparecencias se pueden dar en el marco del informe de ges-
tión que el titular de la Jefatura de Gobierno presenta ante el Congreso de 
la Ciudad de México cada año, al que acudirá, invariablemente, a la res-
pectiva sesión de informe y comparecencia en el Pleno a más tardar el 15 
de octubre siguiente, con excepción del último año de gobierno, que deberá 
acudir antes del 5 de octubre.

Además de los comentarios que hemos señalado sobre la falta de orden 
en la regulación de este tipo de instrumentos de control parlamentario, es 

119		  El formato a que se refiere el numeral anterior deberá ser conocido por las y los in-
tegrantes de la Comisión con por lo menos veinticuatro horas antes de la celebración de la 
misma, en la que se especificará el tiempo y el orden en que habrán de intervenir.
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preciso que nuestros legisladores locales hagan de las comperecencias un 
mecanismo cotidiano de trabajo e intercambio de opiniones entre el Ejecu-
tivo y el Legislativo locales.

8. Informe sobre la gestión del gobierno local y su glosa

Desde la anterior perspectiva, corresponderá al Congreso realizar el 
análisis del informe sobre la gestión del gobierno. Para el desahogo de la 
sesión de informe y comparecencia, antes de la intervención del titular de 
la Jefatura de Gobierno, hará uso de la palabra un legislador por cada uno 
de los partidos políticos que concurran, representados en el Congreso. Es-
tas intervenciones se realizarán en orden creciente, en razón del número de 
legisladores de cada grupo parlamentario; las intervenciones no excederán 
de cinco minutos.

La Presidencia del Congreso contestará el informe en términos conci-
sos y generales, con las formalidades que correspondan al acto. Esta sesión 
solamente tendrá como objetivo que la persona titular de la Jefatura de 
Gobierno presente su informe; en tal virtud, durante ella no procederán 
intervenciones o interrupciones por parte de los legisladores.

Después de esta sesión, el Congreso desarrollará lo que en la doctri-
na conocemos como la glosa del informe; es decir, el análisis detallado de 
este, y se realizará clasificándose en las siguientes materias: política interior, 
política económica y política social. En estas mismas materias se divide el 
análisis del informe a nivel federal, con la excepción de la política exterior, 
por obvias razones. Éste, como otros, es un espléndido instrumento de con-
trol parlamentario, del cual debe adueñarse la oposición, al que no se le ha 
dado la importancia que debiera. Dicho control tiene como base los datos 
objetivos proporcionados por el propio Ejecutivo, local o federal, sobre los 
cuales puede y debe hacerse un exahustivo ejercicio de fiscalización y con-
trol anual.

En el marco del analisis del informe de gobierno, el Congreso podrá 
solicitar a la Jefatura de Gobierno comparecer y rendir informes, bajo pro-
testa de decir verdad; así como, ampliar la información mediante pregunta 
parlamentaria.

9. Preguntas parlamentarias escritas

La Ley Orgánica del Congreso local define a las preguntas parlamen-
tarias como la solicitud de información que realiza el Congreso al Poder 
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Ejecutivo, alcaldías, órganos, dependencias y entidades, los cuales contarán 
con un plazo de treinta días naturales para responder.

El Pleno podrá solicitar información a los servidores públicos, median-
te pregunta parlamentaria por escrito. Para la formulación de la pregunta 
parlamentaria en el Pleno, los legisladores formularán sus propuestas ante 
sus respectivos grupos o asociaciones parlamentarios. El mismo derecho lo 
tendrán los legisladores sin partido. Las áreas temáticas de referencia para 
hacer las preguntas serán las mismas que para analizar el Informe sobre 
el estado que guarda la admnistración pública, es decir: política interior, 
política social y política económica.

La redacción de la propuesta de pregunta deberá ser concisa y referirse 
a un solo tema de interés general, para permitir una respuesta directa. De 
tal manera que las propuestas que sean de interés personal de quien las for-
mula y las preguntas múltiples no serán admitidas.

Corresponde a la Junta de Coordinación Política recibir las propuestas 
de los grupos o asociaciones parlamentarios y las realizadas por los legisla-
dores sin partido, y revisar que reúnan los elementos establecidos, y en un 
lapso no mayor a diez días naturales hará la propuesta, que deberá estable-
cer: a) el número total de preguntas; b) el número de preguntas que corres-
ponde a cada grupo o asociación parlamentaria, atendiendo al criterio de 
proporcionalidad, y c) el texto de las preguntas admitidas.

Una vez aprobado el acuerdo, la Presidencia de la Mesa Directiva del 
Congreso hará llegar a la persona servidora pública las preguntas para 
que responda en un lapso de treinta días naturales contados a partir de la 
recepción de las preguntas.

El Reglamento del Congreso capitalino también regula la pregunta par-
lamentaria en comisión, con el objetivo de solicitar información a servidores 
públicos mediante una pregunta parlamentaria por escrito. Para la formula-
ción de la pregunta parlamentaria en comisión, los legisladores formularán 
sus propuestas ante su junta directiva. La redacción de la propuesta de pre-
gunta deberá ser concisa y referirse a un solo tema de interés general, para 
permitir una respuesta directa; de igual forma que en las preguntas ante el 
Pleno, las propuestas que sean de interés personal de quien las formula y las 
preguntas múltiples no serán admitidas.

En este caso, corresponderá a la junta directiva de la comisión respecti-
va recibir las propuestas, revisar que estas reúnan los elementos necesarios 
y proponer lo siguiente: 1) número de preguntas que corresponde a cada 
representación de grupo o asociación parlamentarios, atendiendo al crite-
rio de proporcionalidad; 2) texto de las preguntas admitidas; 3) la Junta 
Directiva presentará el acuerdo al Pleno de la comisión para su aprobación, 
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y 4) una vez aprobado el acuerdo, la Junta Directiva hará llegar a la Mesa 
Directiva del Congreso las preguntas para que se presenten a consideración 
del Pleno y, en su caso, sean remitidas por la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva a la persona servidora pública correspondiente, para que ésta res-
ponda dentro de un lapso de treinta días naturales contados a partir de la 
recepción de las preguntas. Las preguntas tanto verbales como escritas, en 
comisión o en Pleno, deben ser instrumentos utilizados por la oposición 
de manera recurrente a fin de obtener información importante sobre los 
asuntos de gobierno, con la finalidad de ejercer acertivamente la función 
de control.

10. Autorización de los viajes al extranjero 
del titular de la Jefatura de Gobierno

Tanto el artículo 29, apartado D, inciso n), de la Constitución de la 
Ciudad de México, como el artículo 13, fracción X, de la Ley Orgánica 
del Congreso Local, y el artículo 315 del Reglamento del Congreso de la 
capital, señalan que cuando el Congreso reciba del titular de la Jefatura de 
Gobierno una solicitud de autorización para salidas oficiales del territorio 
nacional, de inmediato procederá a turnarla a la Junta de Coordinación 
Política, a efecto de que se dictamine y se presente el proyecto relativo en la 
siguiente sesión del Pleno. El trámite que se siga en la Junta de Coordina-
ción Política y en el Pleno sobre las solicitudes referidas deben apegarse a los 
principios normativos de la política exterior mexicana.

La solicitud deberá contener mínimo: a) el objeto de la salida oficial; b) el 
lugar y la fecha de la salida, y c) la motivación y fundamentación respectiva. 
Las solicitudes que se reciban y las resoluciones que les recaigan deben pu-
blicarse en la Gaceta Parlamentaria.

El titular de la Jefatura de Gobierno deberá informar y hacer públicas 
las actividades realizadas durante dicha estancia en el extranjero, en un pe-
riodo no mayor de quince días naturales posteriores a su regreso al país; lo 
anterior, a través de un informe remitido a la Mesa Directiva del Congreso 
de la Ciudad de México. Una vez recibido el informe, la presidencia de la 
Mesa Directiva de manera inmediata lo hará del conocimiento de los legis-
ladores en la sesión de Pleno siguiente.

Esta figura se parece mucho a las licencias que, en otros tiempos, el 
presidente de la República solicitaba al Congreso para ausentarse del país, 
reguladas, en aquellos años, en el artículo 88 de la Constitución fede-
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ral.120 Lo cierto es que la normatividad aplicable al caso de la Ciudad de 
México queda corta en el sentido de qué debe hacerse con el informe que 
entrega al Congreso el titular de la Jefatura de Gobierno.

11. Diversos nombramientos, designaciones y ratificaciones 
que realiza el Congreso de la capital

Una de las facultades que se fue incrementando a lo largo de la historia 
de los órganos de representación de la capital ha sido, como hemos visto an-
teriormente, la participación de éste en diversos nombramientos. La Cons-
titución local establece el nombramiento de los magistrados del Tribunal de 
Justicia Administrativa y de los organismos autónomos. Para el primer caso, 
la carta magna estableció una reserva de ley para regular y garantizar la 
transparencia en el proceso de nombramiendo de los magistrados que serán 
designados por quien ocupe la jefatura de gobierno y ratificados por mayo-
ría simple de los integrantes presentes del Congreso; durarán en su encargo 
diez años, salvo que fueran expresamente ratificados al concluir ese periodo, 
en el que podrán durar un periodo más.

Es facultad exclusiva de la o el jefe de gobierno la designación de los 
magistrados de la Sala Superior y de la Sala Ordinaria, por lo que aquel o 
aquella acompañará una justificación de la idoneidad de las propuestas, en 
la que se hará constar la trayectoria profesional y académica de la persona 
propuesta, a efecto de que sea valorada.

En el segundo caso, para los nombramientos que debe hacer el Con-
greso relativos a los organismos autónomos, entre los que se cuentan los 
siguientes: 1. Consejo de Evaluación de la Ciudad de México; 2. Comisión 
de Derechos Humanos de la Ciudad de México; 3. Fiscalía General de Jus-
ticia; 4. Instituto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales; 5. Instituto de Defensoría Pública; 6. Instituto Electo-
ral, y 7. Tribunal Electoral de la Ciudad de México, la Constitución local 
se inventa un órgano intermedio entre el Congreso local y los candidatos, 
cuyo nombre es Consejo Ciudadano. Así, el artículo 46, base C, señala que 
cada cuatro años se constituirán consejos ciudadanos de carácter honorífico 
por materia para proponer al Congreso a las personas titulares y conseje-
ras de los organismos autónomos, con excepción de aquellos para los que 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 

120		  Sobre el particular puede verse nuestro libro Cambio político y legitimidad funcional. El 
Congreso mexicano en su encrucijada, México, Cámara de Diputados-Miguel Ángel Porrúa, 2006, 
pp. 199 y 200.
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local y las leyes prevean mecanismos de designación distintos. Estos consejos 
sólo sesionarán cuando se requiera iniciar un proceso de nombramiento de 
la materia de que se trate. La ley respectiva determinará el procedimiento 
para cubrir las ausencias.

Resulta curiosa, por decir lo menos, la redacción del inciso 5 del artícu-
lo y base antes citados, que señala que

El procedimiento que dichos consejos ciudadanos establezcan, garantizará 
el apego a los principios de imparcialidad y transparencia, así como la idoneidad de las 
personas aspirantes a ocupar el cargo de que se trate. Todas las etapas de dicho pro-
cedimiento serán públicas y de consulta accesible para la ciudadanía.121

Tal parece que sólo con la creación de un consejo de esta naturaleza es 
posible contar con un procedimiento que garantice el apego a los principios 
de imparcialidad y transparencia, así como de idoneidad, de los aspirantes. 
Nos preguntamos si tales principios no pueden garantizarse en el seno de 
una comisión legislativa, órganos idóneos para este tipo de procedimientos 
en otros parlamentos.

Por su parte, la Ley Orgánica del Congreso local, en el título décimo 
primero, establece las designaciones, nombramientos y ratificación; bajo 
este título y sus reglas se ratificarán, para el caso de un gobierno de coali-
ción, a los titulares de las dependencias de la administración pública local 
designadas en el marco del Convenio de Coalición.

A través del Consejo Judicial Ciudadano se designará a los consejeros de 
la judicatura local, al titular de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad 
de México, así como las ternas para elegir a los fiscales especializados en ma-
teria electoral y combate a la corrupción, y del titular de la Entidad Superior 
de Fiscalización; a los integrantes del Comité de Participación Ciudadana; 
al titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Anticorrupción y su contra-
loría interna; al Comité Consultivo del Sistema de Fiscalización; al titular de 
la Contraloría General; al director del Instituto de Planeación Democrática 
y Prospectiva; a los integrantes del Sistema Público de Radiodifusión de la 
Ciudad de México; al titular del órgano interno de control del Tribunal de 
Justicia Administrativa; de los órganos de control de la administración públi-
ca de la Ciudad y los organismos constitucionales autónomos.122

En este contexto, resulta interesante el mecanismo que se estableció en 
el artículo 120 de la Ley Orgánica para designar al titular de la Fiscalía que 

121		  El énfasis es nuestro.
122		  Estos nombramientos se desarrollarán conforme al procedimiento establecido en el 

artículo 120 de la Ley Orgánica para el caso del titular de la Fiscalía General de Justicia.
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consiste en que el Consejo Judicial Ciudadano propondrá, con la aproba-
ción de las dos terceras partes de sus integrantes, a la o al Jefe de Gobierno 
mediante una terna de candidatas y/o candidatos, a fin de que éste someta 
al Congreso la designación de la o el titular de la Fiscalía General de Justicia 
local.123

Por otra parte, la persona titular de la Defensoría Pública de Partici-
pación Ciudadana y de Procesos Democráticos será nombrada por ma-
yoría calificada de dos terceras partes de los legisladores presentes en la 
sesión respectiva, a propuesta de una terna que envíe la Presidencia del 
Tribunal Electoral. Asimismo, a propuesta del Consejo de la Judicatura 
de la Ciudad de México, los magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
serán designados o, en su caso, ratificados por las dos terceras partes de 
los diputados del Congreso, de entre las ternas que les remita el propio 
Consejo.

También elegirá a los miembros del Consejo Consultivo de Desarro-
llo Urbano, que se conformará por trece consejeros, de los cuales siete 
de ellos, incluida la Presidencia, serán designados por acuerdo del Pleno 
aprobado por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes 
en la sesión, previo dictamen de la Comisión de Desarrollo e Infraestruc-
tura Urbana.

Lo afirmábamos al inicio de este apartado: la cantidad de nombra-
mientos y los diferentes procedimientos a los que actualmente recurre el 
Congreso de la capital nada tienen que ver con los primeros nombramien-
tos que realizó la Asamblea de Representantes del Distrito Federal. Hoy, 
esta facultad es mucho más robusta, y aunque en algunos casos se ha re-
currido a comisiones intermedias que “preparan” el nombramiento, la de-
signación o la ratificación, el Congreso tiene a su cargo un gran número 
de éstos. Si bien muchas de las designaciones dependen directamente del 
Congreso y no se trata de nombramientos compartidos con el Ejecutivo 
local, lo anterior no es óbice para destacar que el Congreso desarrolla una 
función muy importante de legitimidad y control de dichos tribunales, or-
ganismos y dependencia.

El nombramiento de todos estos servidores públicos no debe agotarse 
solamente con la participación que tiene el Congreso en el mismo, sino que 
debe continuar al momento de evaluar sus actuaciones, a través de la pre-
sentación o no de un informe; el desarrollo de sus funciones es fundamental 
para una buena gobernabilidad en una de las urbes más grandes del mundo.

123		  Este mecanismo ya fue utilizado para ratificar a la procuradora Ernestina Godoy, 
quien no fue ratificada para un segundo periodo.
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12. Facultades financieras. Visión panorámica

Concluiremos este apartado pasando revista a las facultades financieras 
que desarrolla el Congreso capitalino. No es nuestra intención hacer un 
análisis profundo de éstas, sino simplemente describirlas de manera general, 
para que ello permita al lector, evidenciar el proceso evolutivo que al respec-
to ha experimentado el órgano representativo de la capital.

De conformidad con la Constitución local, en ese largo apartado D del 
artículo 29, incisos g) y h), que puede verse supra, el Congreso tiene compe-
tencia para examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de Ingresos y 
el Presupuesto de Egresos, aprobando primero las contribuciones, así como 
otros ingresos necesarios para financiar el gasto. Igualmente, tiene compe-
tencia para revisar la cuenta pública del año anterior por conducto de su 
entidad de fiscalización, en los términos previstos tanto por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos como por la Constitución local y 
las leyes aplicables en la materia. Estas tres facultades constituyen lo que se 
llama el “poder de la bolsa”, en donde también se puede advertir un avance 
considerable, muy lejano de las incipientes facultades con las que contó, en 
la materia, la Asamblea de Representantes. Así pues, el Congreso capitalino 
aprobará la Ley de Ingresos, el Presupuesto de Egresos, y deberá desarrollar 
la revisión de la cuenta pública anual, por conducto de la Auditoría Supe-
rior de la Ciudad de México.

13. Ley de Ingresos

Lo primero que hay que señalar respecto de la capacidad recaudatoria 
es que el fundamento constitucional de la Ley de Ingresos, para el caso de 
la Ciudad de México, lo encontramos en el artículo 23, inciso f), de la Cons-
titución, que señala como deber de las personas que viven en la Ciudad de 
México la de contribuir al gasto público, conforme lo dispongan las leyes.

Con base en la anterior regulación constitucional, la Ley de Ingresos de 
la capital contendrá las erogaciones que anualmente deberán aportarse a la 
Ciudad de México bajo la modalidad de contribuciones, entendiendo por 
éstas los impuestos, derechos, aprovechamientos, productos u otros ingresos 
de origen federal por cualquier concepto, los rendimientos de los bienes que 
pertenezcan a la Ciudad de México, etcétera, que son el sustento de diver-
sas leyes fiscales que regulan las diversas cargas contributivas a cargo de los 
ciudadanos que viven en la Ciudad de México. En suma, la Ley de Ingresos 
es el documento jurídico que propone el titular del Ejecutivo local, y que 
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establece el catálogo de conceptos, así como las estimaciones de los ingresos 
que el sector público podrá obtener por concepto de dichos impuestos.

Algunas de las características que podemos atribuirle a la Ley de Ingre-
sos son las siguientes:

	— Anualidad: en virtud de que tiene una vigencia de un año fiscal que 
se corresponde con el año calendario.

	— Precisión: en virtud de que cualquier impuesto y recaudación que no 
esté claramente establecido en dicha Ley no podrá ser recaudado.

	— Previsibilidad: ya que establece las cantidades estimadas que por cada 
concepto habrá de obtener la hacienda pública.

	— Especialidad: en razón de que dicha Ley contiene un catálogo de 
rubros por obtener en el año de su vigencia.

14. Presupuesto de Egresos

Por su parte, el Presupuesto de Egresos concentrará las partidas en las 
que el gobierno de la Ciudad de México podrá gastar para satisfacer las ne-
cesidades colectivas; pero también es un instrumento que orienta, o debe 
orientar, sin la menor duda, la actividad económica de la Ciudad de Mé-
xico. En virtud de que el Presupuesto de Egresos es producto de la recau-
dación de los impuestos y, por tanto, es dinero aportado por los goberna-
dos, esto es, dinero público, su uso debe ser el correcto; es decir, debe ser 
utilizado para satisfacer las necesidades primarias de la ciudadanía; por tal 
razón, la fiscalización en el gasto de los recursos públicos es un aspecto muy 
importante en los Estados democráticos, y, por lo anterior, es el acto que 
permite a la administración pública usar los recursos monetarios recauda-
dos durante un año fiscal para cubrir las necesidades de los habitantes de 
la Ciudad de México.

15. Procedimiento de aprobación de la Ley de Ingresos 
y el Presupuesto de Egresos por el Congreso de la capital

La Jefatura de Gobierno deberá presentar anualmente ante el Congreso 
de la Ciudad la iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto de 
Egresos, así como la reforma a leyes relacionadas con las finanzas públicas 
de la Ciudad, a más tardar el 30 de noviembre o hasta el 20 de diciembre, 
cuando se trate del año en que inicie su encargo.
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Por su parte, el Congreso deberá examinar, discutir y aprobar anual-
mente la iniciativa de Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos a más 
tardar el 15 de diciembre.124

Corresponderá a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública emitir 
los lineamientos que regulen la intervención y comparecencia de las comi-
siones ordinarias para participar en el examen y discusión del Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México por ramos y sectores, y las 
demás disposiciones necesarias para facilitar este proceso.125 También, dicha 
Comisión emitirá los lineamientos con base en los cuales comparecerán los 
funcionarios de la administración pública local, los organismos autónomos, 
el Poder Judicial, las alcaldías y demás instancias cuya participación sea re-
levante en dicho proceso.

Del resultado de cada comparecencia o entrevista, la Junta Directiva de 
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública dará cuenta a la Conferencia 
para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos en un plazo 
de hasta quince días, a través de un informe escrito que resuma el contenido 
y, en su caso, los compromisos legislativos y parlamentarios.

Las discusiones sobre la Ley de Ingresos, el Presupuesto de Egresos y 
demás leyes e instrumentos relacionados con las finanzas públicas de la Ciu-
dad se efectuarán exclusivamente en sesión de las comisiones respectivas o 
en el Pleno.

Las comisiones ordinarias, dentro del ámbito de su competencia, 
deberán observar los formatos y requerimientos que se establezcan en los 
lineamientos referidos para la presentación de sus peticiones y opiniones 
fundadas.

Corresponderá a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública elabo-
rar y aprobar el dictamen con proyecto de decreto del Presupuesto de Egre-
sos de la Ciudad de México, que deberá remitir a la Mesa Directiva para su 
discusión y votación en el Pleno.

El dictamen con proyecto de decreto del Presupuesto de Egresos de la 
Ciudad de México se discutirá por el Pleno, en lo general y en lo particular, 
de acuerdo con las reglas que éste apruebe a propuesta de la Junta de Coor-
dinación Política. La propuesta deberá contemplar los principios de repre-

124		  Cuando dichos proyectos sean presentados durante el primer año de encargo de la 
persona titular de la Jefatura de Gobierno, éstos deberán aprobarse a más tardar el 27 de 
diciembre.

125		  Una de las funciones de la Unidad de Estudios y Finanzas Públicas serán las siguien-
tes: auxiliar y asesorar a las comisiones competentes en los trabajos de análisis de las inicia-
tivas de Presupuesto, Ley de Ingresos y leyes fiscales que presente la Jefatura de Gobierno al 
Congreso.



174 CECILIA MORA-DONATTO

sentatividad e inclusión que garantice la participación de todos los grupos 
representados en el Congreso y de los legisladores sin partido.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública será la responsable de 
hacer las correcciones al decreto del Presupuesto de Egresos de la Ciudad 
de México aprobado por el Congreso y realizará sólo las adecuaciones de 
estilo, cálculo, ajustes de cifras y cantidades que sean necesarias, las cuales 
deberán estar en plena correspondencia con las modificaciones o adiciones 
aprobadas por el Pleno. La Mesa Directiva vigilará que se cumplan las ade-
cuaciones antes de remitir el proyecto.

El decreto estará disponible en formato abierto y público, y permitirá el 
acceso sin restricción de uso, por parte de los usuarios.

Una vez aprobados ambos instrumentos, se turnarán a la persona titu-
lar de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México para su publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México a más tardar el 31 de diciembre.

Revisión de la cuenta pública anual

La revisión de la cuenta pública anual tiene como objetivo conocer los 
resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los crite-
rios señalados por el presupuesto y si se ha dado cumplimiento a los obje-
tivos contenidos en los programas de gobierno; esto es, si se erogó correc-
tamente, de conformidad con lo establecido en el Presupuesto de Egresos. 
En suma, la revisión tiene como objetivo comprobar que la recaudación, 
administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos y egresos de 
la Ciudad capital, durante un ejercicio fiscal, esto es, del 1o. de enero al 31 
de diciembre de cada año, se ejercieron de conformidad con las disposicio-
nes legales y administrativas correspondientes y con base en los programas 
aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

El control del presupuesto que realiza el Poder Legislativo local lo ejer-
ce a través de un órgano especializado conocido como Auditoría Superior 
de la Ciudad de México,126 la cual, de conformidad con la Constitución 
federal, es un órgano con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio 
de sus atribuciones, así como para decidir sobre su organización interna, 
funcionamiento y resoluciones. La función de fiscalización que desarrolle 
la Auditoría se hará conforme a los principios de legalidad, imparcialidad 
y confiabilidad.

126		  Cuyo antecesor fue la Contaduría Mayor de Hacienda del Distrito Federal, véase 
supra.
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Para preservar justamente ese carácter técnico de la Auditoría, la propia 
Constitución federal señala que el titular de la Entidad de Fiscalización de 
la Ciudad de México será electo por las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Legislatura por un periodo no menor de siete años, y deberá 
contar con experiencia de cinco años en materia de control, auditoría finan-
ciera y de responsabilidades.

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Legislatura a 
más tardar el 30 de abril del año siguiente. Este plazo solamente podrá ser 
ampliado cuando se formule una solicitud del jefe de gobierno de la Ciu-
dad de México suficientemente justificada, a juicio de la Legislatura; algo 
importante de resaltar es que los informes de auditoría de la entidad de fis-
calización de la Ciudad de México tendrán carácter público.

Para tales efectos, el Congreso de la Ciudad de México cuenta, como 
hemos visto, entre sus comisiones con la Comisión de Rendición de Cuen-
tas y Vigilancia de la Auditoría Superior de la Ciudad, que tiene por obje-
to coordinar las relaciones entre el Congreso y la Auditoría Superior, eva-
luar el desempeño de ésta, y ser el enlace que permita garantizar la debida 
vinculación entre ambos órganos.

Las facultades financieras con las que se ha dotado al Congreso de la 
capital esperan, aún, ser ejercidas con mayor decisión, especialmente las de 
fiscalización. Al tratarse de una metrópoli tan compleja, como lo es la Ciu-
dad de México, este tipo de competencias deben ejercerse con decisón para 
evitar desfalcos al erario de la capital.




